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CAPÍTUL07 

Ecuador: los bemoles de la guerra - contra las drogas 
FREDY RIVERA VÉLEZ* 

Si bien Ecuador no-=�s considerado uno de los principales países -produc­
tor-�o - traficante.de drogas ilegales, su proximidad a Colombia y posición,geo­
gFáfiea.dentro de la zona andina de países productores lo ubica casi en el .epi­
centro del debate sobre la política antinarcóticos. El involucramiento ecúato­
riano en la guerra contra las drogas de Estados Unidos, la cen::anía con los 
distintos actores armados colombianos y la visión geoestratégica de los apa­
·ratos de seguridad y defensa han conllevado a la "segurización" del país. Es 
decir, una presunta amenaza a la seguridad nacional es utilizada como recur­
so para justificar acciones militares o policiales que erosionan los derechos y 
el bienestar de la población, mientras desvía la atención pública de la incapa­
cidad del Estado para gobernar. 

El conflicto colombiano ha tenido serias repercusiones en la frontera nor­
te de Ecuador. No obstante, la respuesta al conflicto, especialmente la ejecu­
ción del Plan�€olombia, también ha generado consecuencias negativas para 
el p-aís. Esta estrategia del gobierno colombiano para poner fin al conflicto ar­
mado intetno Í1,!_fS_)!I\��iada. en 1998. Un año después, el gobierno de Bill 
Clinton anunció su apoyo al componente militar de la iniciativa y en-julio-de 
2000·--eir·Congreso· de- Estados Unidos aprobó -1,3 mil millones-_ de dólares en 
asistencia para Colombia, de los· cuales el 75 por ciento se destinó para las e 
fuerzas armadas y la policía de ese país; sin embargo, el impacto del Plan Co- � 
lombia en los países vecinos no fue tema de mayor· consideración . El uso de�· 
fuertes herbicidas en las tareas de fumigación aérea destinadas a la erradica-:'" 
ción de los q.1ltivos de coca en Colombia ha tenido presuntamente sus conse­
cuencias en el país vecino. Organizaciones no gubernamentales (ONG) han re­
copilado información acerca de la destrucción de cultivos y animales, como 

*El autor agradece a Jorge Núñez Vega por su apoyo y asistencia en la realización de la pre­
sente investigación. 
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Ecuador 

Población 12.600.000 · 
PBI 18 mil millones de dólares 

PBI per cápita 1.396 dólares 

Distribución de ingresos 
- 10% de la población más pobre 0,7% 
- 10% de la población más rica 44,2% 
- Relación de los ingresos entre ellO% más rico 

y el 10% más pobre 63,6 veces 

Porcentaje de población en condiciones 
de pobreza (menos de 2 dólares diarios) . 53,2% 
Porcentaje de población en condiciones de 
extrema pobreza (menos de un dólar diario) 20,2% 
Percepción pública de la corrupción entre los 
oficiales públicos y políticos (O =más, 10 =menos) 2,2 

Fuentes: PNUD, Infonne sobre desarrollo humano 2004; Banco Mundial Inequality in Latín 
America: Breaking with History?; Transparencia Internacional, CorrLt.ption Perceptions Index 
2003. 

Nota: Los datos de corrupción y PBI son de 2001; de la distribución de riqueza, de 
2000; de pobreza, de 1990-2001. 

también ci� los ·ef�ctos de salubridad prodvcto dé las fumigc_tcion�s: 1�--ir)t�n� 
sificª-dfm._del conflicto y de la_�jumigacio:nes en_Colombia estimuló un incr�� 

;. \í men_lq, ��-e!_ :stúmero d_e refugiados en búsqueda de asilo y seguridad -fíSica al 
., : Ecuador, todo ello en el marco de una crisis económica y servicios sociales é 

infraestructura rudimentarios. 
Tanto Estados Unidos como Colombia han pedido a Ecuador que incre­

mente lá presencia de las fuerzas de seguridad en la frontera norte d�l país, 
y el gobierno estadounidense ha proporcionado una cantidad sustancial de 
recursos para ese fin. Miles .. .de�ot:ropas=han,..siao4RG»:-ilizadas""ha@ia'""la.,.:c-ena · 
frQnteriza y las a._u toridades ecu�Jqria®s-hari�-cl�J;l�r-�g� _ _gr,�p.a-J;te::de-esas 
zmlas�á!Fecrs"'ae,r.@Se:r-va!' baj.G��Q:UttQLI!l:güp_r,-y p0lic"íaí-por su alta conflictivi­
qad. Come-eonsecuencia, los""'derechos::dviles SGI*-.restr-ingidos. y Jos <::f.SOS de 
violaGioNeSl<'Q.""los""dere'Cños"humanes., fre�uentes. Tanto la ejecución deTPI�m 
Colombia como el proceso de militarización de la frontera han contribuido al 
incremento de tensiones en una región que ya estaba inmersa en problemas 
socioeconómicos con profundas raíces. 

288 



Ecuador: los bemoles de la guerra contra las drogas 

La.,g_�trategia para el control de drogas adqptada, p_or Ecuador a .petición 
d�J;:_EiJªqqs'""'U:I\-i.<ilG-?,.ha""procltJeido�toda �na serie·-de impacto? e!}_ �L_país. L .... �:.s 
fuerzas militares y la policía nacional ahora compiten por los recurso?_ pro_ve­
ryentes·de-'Estad.os.Unidos, y hay superposicíón entre sus responsabilidades. �--.,...5:�=------ . 
La adopCión de leyes seve:t:as contra las drogas ha levantado críticas sobre los 
atropellos contra el respeto al debido proceso y las consecuencias en las liber­
tades civiles y derechos humanos de la población. Lg __ ��l_t� 9:emecanisfi!os pa­
�ncjjiiRD:_:<i�.--cH��!�s, gen�12�gn�La �.Jiga.Jización.haJimita_do_Jfl.r-éide­
c�a�im�j!lentación,de.Jas11olíticas;;.antinarcóticm;,. 

De particular preocupación ha resultado el impacto de las políticas pa­
ra el control de drogas en el funcionamiento de las instituciones democrá­
ticas en Ecuador, las más frágiles en comparación con los países vecinos. 
besde su transición--democrática en 1979 Ecuador no ha podido establecer.-­
adecuados niveles de gobernabilidad ni fortalecer sus instituciones estata­
les y políticas. La falta de capacidad de copcertación entre-los-distintos ac- · 
tores sociales y políticos es uno de los principales factores que ha contribui­
do a las crisis recurrentes en la economía y en la fragilidad de las institucio- · 
nes pública,s. 

Los constantes programas de ajuste estructural y medidas gubernamen­
tales poco acertadas en el manejo económico no generaron crecimiento, bie­
nestar y una calidad de vida digna para la población. Al contrario, la desi­
gualdad social, los altos índices de pobreza, desempleo, marginación y exclu­
sión, junto con problemas de corrupción endémica, configuran definitiva­
mente un panorama desalentador para la sociedad ecuatoriana. 

En los últimos años el país se ha visto inmerso en una escalada de pro­
blemas económicos que lo han vuelto extremadamente débil, políticamente 
impredecible y limitado en su capacidad de establecer un desarrollo armóni­
cO sustentado en el marco de los derechos humanos y la democracia. Las ins­
tituciones políticas han perdido casi toda su legitimidad y la recurrencia de 
desacuerdos políticos ha ayudado a desestabilizar el sistema democrático al 
extremo de que Ecuador sufrió un golpe de Estado en 2000. 

No obstante, la E_<?lítica c!-e __ E�JéldO_�lJrlidoshada-Ecuador-cont-inúa enfo.., 
cad�_¿..gontr.el-::.d&drogas y el conflicto colombiano, con poca atención al 
impacto desestabilizador de estas políticas dada la fragilidad del sistema po­
lítico. No logra reconocer que_ la pxinci.IlªLam�.!la?ª_a.!�--s�g�rici--ªd:de Ecua­
�h�:g_or lo tanto, a los interese! _d""�...,.E!-�9.?�. "I})::t;iqgs, son los�niyeles .constan­
tes �:e212.E.��a. e.inequidau;1aíncapacidad de fortalecer la institucionalidad 
democrática y la continua inestabilidad política. 
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ROLES Y FUNCIONES DE ECUADOR EN EL TRÁFICO DE DROGAS 

E��ª9;<;>�r DQ produce suficiente cocaína u otras. dr:oga� ilegales para q1;1.e 
. pueda se;r considerado_ un peligro par:a la segll.ridad regional e internacional; 
no obstante, se encuentra integrado a la problemática del narcotráfico en dos 
aspectos. Por un lado, es .considerado p;;tís __ de tránstto_ d� qrogas, mercado de 
pre�u�sqres qLlÍJilic;gs, arJ!las p.tiliz9-da� por narcotraficantes y actores arma­
dos -�J?icapo$ en _ CQlombia y una pequeña -no cm;nprobada suficientemen­
te- �stac:�ón_de _layago de djnero. Por otro lado, el Est�q_o�e_c-y.aJ9[iAD()�parti­
cipa desd� _los _ _ 80 .en_Ja //guerra contra -las drogas" med_iqnte .la. asimilaGión 
del .w�l�ma del narcotráfico como--un-asunto. de segu;idad_na.donal que 
pa!Jlatmamente"ha..:.venido-difundiéndose en los debate? sobre polític�s pú-
bli<;:3? :Y-.?.Qdales.-cl 

- · · 

En Ecua_dgr_ nq_$e. cultiva .-la hoja de.coc_a, __ entre otras_razones porque los 
cult_iv_o� para uso ritu�l y tradiciopéll, a diferencia de. Pen) y Bolivia, fueron 
elimtrl.�dos en el siglo XVII por el gobierno colonial. El uso de coca nl:llca fue 
revivido en Ecuador; de ahí que en el país no existéln ca�pesmos que p�sean -
hasta la actualidad uÍ1 conocimiento o --una- trad-ición cultural para el c�ltivo 
de la ,hoJa de coca.1--- -

· - -- -
· Adicionalmente, el proceso de colonización de la A�azonia ecuatoriana 

corrió paralelo a la extracción petrolera en los 70, factor que dinamizó el uso 
de tierras para la agricultura y la ganadería bajo supervisión estatal. El creci­
miento poblac-ional de la zona se inició a comienzos de la década de los 70 
con la construcción del Sistema del Oleoducto Transecuatoriano (soTE) y la si­
multánea apertura de carreteras que conectan Quito con las poblaciones nor­
fronterizas.'_ La industria petrolera·fue un factor determiriante para la actual 
configuraciÓn de los asentamientos humanos, las relaciones socioeconómicas 

·.y la explotación de los recursos naturales en la región.· 
Sumado a este proceso se generó un amplio despliegue de seguridad mi-

- litar, ya que el petróleo es considerado un recurso estratégico del Estado ecua­
toriano. zEn -ese- contexto hay-que- s�ñalar t9J11-bién que los conflictos territoria­
les _que el Ecuador tuvo con Perú a lo largo de casi cinco décadas hicieron que 
i(fro�tera sur_de�·país �antara con uná aita pr�sencia-militar, hes11Q"'q1!_�pe--

-l\� �í,tl.Jª�P!Pqu,c�_l9rülegé!Ld� c�ca. Todos estos factores han contribuido de algu­
n�1 manera para que el JI ef�ao globo" derivado de la erradicación de cultivos 
en Colombia, Perú y Bolivia no se extienda por el momento hacia Ecuador.2 

;-:-1- Véase Fredy Rivera, "Campesinado y narcotráfico"; Ecuador Debate, N° 22, Quito, CAAP, 
_1991; p. -30. -

2 Véase Salomón Cuesta, Putumayo, la frontera de las fronteras, Quito, Fundación de Investi-
gaciones Andino-Amazónicas (FIAAM)-Abya Yala, 1998, p. 42. 

290 



Ecúador: los bemoles de la guerra contra las drogas 

Desde mediados de los 90, el DepM_t}�-n:-ento de Estado de Estados U:ni- ' 
dos, entidad encargada de monitorear la producción anual de coca� h_a re­
PcE!ª�Cf9�s�§TC?'iY�Citi�fla?··é·áilúdad�:s ·de -cúH1vos _éri ·Éc���_ór, · qvg).}an -�id;= d�s�· 
trl!.�<los4eJJ.p.p�r-���2ri�� c�o�jun_t�,s -d�_ la poli_cía y :el ejérc�to. �n 1991,. 80 hec- . �-· -� 

. táreas de cultivos ft:Íeroñ registradas; nó obstante, recién en 2QQ1J�e vuelve a· 
registrar una presencia reducida de cultivos en el territorio nacional, cuan­

.. do 5,5 hectáreas de cultivos fueron hallada_s en)�. provincia p.orteñ� de:�p.� 
· c .. �.....ff�r'En 20'02, 2cfhectáreás- fueron registradas en lugares aislados en la 
frontera norte del país y en 2003 se hallaron alrededor de 5 mil plantas indi­
viduales en la misma región. En lo referente a la producción de cocaína, el 
Departamento de Estado reportó en .200.0 el descubrimiento y la destrucción 
de varios peque�g�- J�}?qratorios de.refinamiento y en::2.001 de cuatro peque­
ños laboratorios. N o se han hallado laboratorios considerados importantes 
desde la fecha.3 ¡{¡ 

Sí bien ''-la ausencia de una cantidad significativa de cultivos o de labo- -
ratorios de refinamiento� pu�de sugerir que la prod:ucción de drogas no cons-:­
tituye un problema serio en Ecuador", como _señ�la el D�partamento de E�­
tado, el país representa un considerable punto de conexión e importancia re­
lativa para el tráfico de cocaína. hacia mercados internacionales.4 El total de 
incautación anual de cocaína desde mediados de los 90 oscila entre 1,72 to­
neladas métricas en 2000 a 10,83 toneladas métricas en 2001, con un prome­
dio anual de 6,78 toneladas métricas entre 1994 y 2003.5 L�.:.dr;2gas transitan 
pg:¡;la.Jrontera a tré!:Vé_?.de la carretera panamerkana y los.p\1_�-rtos marítimo_s 
de<O:M,:®ta,_Gt::l:ayaq-Y:il"Y�uerto.Bolivar. Los aeropuertos internacionales son 
utilizados en menor grado por traficantes de pequeña escala debido al incre­
mento de los controles existentes. El :Q.OXJEtdel territorio ecgatoriano�también 
es u ti�_<;!Q...pªr,a�el-.aba:ste'cimiento · d�-,precursores�químicos. destinad�s _a la -
industr� �-:!p_élr�ptráfico localizad.é! el) el_��r �e Colombig_. 

En 2000, de cara a Lma crisis económica y bancaria aguda, el gobierno 
ecuatoriano se deshizo de la moneda local -el sucre- y convirtió el dólar es­
tadounidense en la moneda de uso corriente en la llamada "c!Ql�riz_ación".6 
Como consecuencia inmediata, la dolarizadón provocó un abrupto incre­
mento en los precios de la mayoría de productos y servicios. El impacto fue 
particularmente devastador en la frontera norte del país. Previo a la dolari-

3 Departamento de Estado de Estados Unidos, Oficina de Asuntos Internacionales sobre 
Narcóticos y Procuración de Justicia (INL), Informe sobre la estrategia internacional de control narcó­
ticos (INCSR) 2000, 2001, 2002, 2003, "South America". 

4 INCSR 2003, "South Arnerica". 
5 INCSR 2003, "Ecuador Statistics 1994-2003". 
6 Véase Fander Falconi y Hugo Jacome, "La invitada indiscreta de la dolarización: la com­

petitividad", Revista Sociedad y Economía, N° 3, Universidad del Valle, Cali, octubre de 2002. 
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zación, el costo promedio de la gran mayoría de productos era más bajo en 
comparación con los países vecinos, si!J.!_q_�!_�n que generó un próspero nego­
cio de contrabandG..,de"'Eouaaer-haeia�Golombia.-N:Uméros"as Im1:Üü1s de la zo­
nafro�a-que dependían de ese comercio para su subsistencia vieron 
afectada su principal o una importante fuente de ingreso cuando comenza­
ron a entrar al país productos de contrabando de menor precio. La dolariza­
ción, por lo tanto, contribuyó significativamente a la ya precaria situación 
económica de las ciudades y comunidades de la frontera norte del país. 

Según_eL-Departamento.-de--EstadQ, la �]!:!z�c�<)n� ha __ cony�r�LqQ -�-�.S��­
d9J�J�B::un,,escetl_�io,-I!lá�-;�-trfl:.<:_t_ivg�-P-ª.rc_�-�� l9;y�9:Q_.dg sl!n�.ro ,�1)� ��!��Yi�estcon. 
gr�s�&i_�� e!�ª� �E�PiQ�WJiQél9-.��-};;:_qJpmpJª�-Y�g�;ú.: No obstante, hasta la 
achiafídaér no 'existen investigaciones cabales, serias, precisas y técnicas sobre 
el tema y más bien el asunto ha sido tratado en artículos periodísticos que ca­
recen-de evidencias comprobables, lo que hace virtualmente imposible esti­
mar con alguna precisión el nivel de lavado de dinero que ocurre en el país.8 
Además, existe en el país una legislación bancaria que se basa en la confiden­
cialidad de la información y el sigilo que limita la capacidad de investigación 
sobre los movimientos financieros porque la exploración de cuentas bancarias 
debe efectuarse recurriendo a instanciasjudiciales extremadamente complica­
das que han dado pocas muestras de efectividad y de poca credibilidad por la 
presencia de actos de corrupción. Además, parecen existir redes informales de 
lavado de dólares que no utilizan las instituciones financieras formales, lo 
cual complica mucho más el análisis objetivo del problema. 

NARCOTRÁFICO, FUMIGACIÓN Y PLAN COLOMBIA 

Otra dimensión importante del problema está relacionada con la vin�ula--· 
· ción que existe entre los complejos de culti:v0..,Ele�hoja .. d�usoc_a:;�labo��e -CQe&,:ÚUª"'��e1,s_1JJ"-'��lQID�iél!i9 y la -presencia temporal de población campesina 
ecuatoriana en esos lados de la frontera. La ·pobreza -que supera el60 por cien­
to-, 1a falta de oportunidades laborales, la reciente caída del precio internacio­
nal del café y la reducida viabilidad económica para las actividades agrope­
cuarias de la población fronteriza han forzado a l0so·ecuatorian0_§ �111z�rJ.w­
PQLª@E:nte:la,ftq:nt_���"'en:b,úsqueda-de-emp.4;!0:.�AJa,.JNatC8':i.ífdtisfr1ac�lo�lJP-� 

.,na;. �p_Qbrfiza,_-ha.,empujadu::á�muches,campesinos .. haeia-rm--:nego,d,e;;;fllffio.9 

7 INCSR 2003, voL 2: MoneyLaundering and Financia[ Crimes, "Country Reports, Ecuador". 
8 "Cinco mil cuentas son sospechosas de lavado de dinero en el país", El Comercio, Quito, 18 

de septiembre de 2002. 
9 Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), vr Censo de Población y Vivienda, Qui­

to, noviembre de 2001. 
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Adicionalmente, la presencia del Estado en las zonas fronterizas es institu- · 
cionalmente débil, especialmente en la región selvática amazónica. En este 
contexto de deterioro económico y abandono por parte del gobierno se ejecu­
ta desde 2000 el Plan Colombia, factor que provocó nuevos temores. Un com­
ponente· central de la estrategia comprendía un incremento sustancial en la 
asistencia estadounidense para las tareas de fumigación, es decir, la erradica­
ción aérea en la cual se utilizan herbicidas químicos para los cultivos de coca 
en el Departamento de Putumayo, lo que intensificó el conflicto colombiano y 
posiblemente incrementó el número de refugiados que cruzan la frontera ha­
cia Ecuador. Además, dado que los químicos utilizados para las tareas de fu­
migación pueden dispersarse a cierta distancia, la población fronteriza comen­
zó a temer las posibles consecuencias ecológicas y de salubridad que podrían 
traer consigo las fumigaciones tanto para ellos como para los colombianos. En 
octubre de 2000 la prensa informó que los problemas de salud en la ciudad de 
Mataje eran consecuencia de las fumigaciones efectuadas en el departamento 
de Nariño; cuarenta y cuatro personas resultaron enfermas después de la pri­
mera fumigación.10 Meses más tarde, 188 campesinos de diferentes comunida­
des presentaron una denuncia a la Defensoría del Pueblo de Lago Agrio deta­
llando los cultivos afectados y los animales muertos a causa de las fumigacio­
nes y solicitando ponerle fin a esas tareas. La denuncia, no obstante, fue remi­
tida a Quito donde no prosperó. A pesar de las ingentes pérdidas para la agri­
cultura familiar y doméstica, ninguna autoridad se desplazó �n ese entonces a 
las zonas para comprobar in situ los daños reportadós en la denuncia.11 

Funcionarios estadounidenses constantemente reiteran que el uso del 
herbicida glifosato y de los demás químicos utilizados en las tareas de fumi­
gación no son dañinos (véase el capítulo 4). Sin embargo, según una investi­
gación realizada por varias ONG, desde diciembre de 2000 grandes extensio­
nes de cultivos y habitantes de las zonas fronterizas están presuntamente 
afectados por los químicos. En la provincia de Sucumbíos, por ejemplo, la in­
vestigación de?cubrió que más de la mitad de los peces de criaderos locales 
y casi la mitad de los cultivos cafetaleros habían sido afectados por las tareas 
de fumigación. Además de destruir cultivos y la flora y fauna, los programas 
de fumigación aparentemente han provocado el surgimiento de sarpullidos 
en la piel y otras enfermedades en personas al otro lado de la frontera, que 
son difíciles de diagnosticar y curar . 

. 10 "Efectos de fumigaciones", El Comercio, Quito, 12 de enero de 2001. 
11 Aquí y en el párrafo siguiente: Acción Ecológica et al., "Misión de verificación, impactos 

en Ecuador de las fumigaciones realizadas en el Putumayo dentro del Plan Colombia", informe, 
.octubre de 2002. La cantidad de peces mencionada en el párrafo siguiente fue calculada sobre la 
base de los criaderos pertenecientes a familias de zonas fronterizas y, por lo tanto, es una cifra 
aproximada. 
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La fumigación aérea de cultivos de coca con herbicidas químicos o bio­
lógicos es actualmente prohibida dentro del territorio ecuatoriano. Asimis­
mo, el gobierno de Ecuador ha solicitado a su par colombiano evitar que las 
tareas de fumigación aérea ocurran dentro de 10 kilómetros de la frontera 
nacional; no obstante, a la fecha, el gobierno colombiano se ha rehusado a 

., llegar a un acuerdo y las fumigaciones continúan realizándose cerca de la 
,'���frontera. ;: La población ecuatoriana no está de acuerdo con que el país se vea inmer-

so en los problemas derivados del conflicto colombiano. De un sondeo de 
opinión pública difundido en noviembre de 2002 se obtiene que el 65 por 
ciento de la población mayor de dieciocho años de Quito y Guayaquil, las 
principales ciudades del país, considera ·que los problemas del narcotráfico y 
la guerrilla asociados a Colombia deben ser solucionados exclusivamente por 
ese paísY 

Además, varias de las ONG ecuatorianas, principalmente organismos de 
derechos humanos y del medio ambiente, han dirigido sus acciones y críticas 
hacia tres temas específicos del fenómeno del combate al narcotráfico. El pri­
mero se refiere a los efectos nocivos que las fumigaciones producen; el segun­
do se relaciona con las .r_epercusiones, q�e el-P.lan.,.Goloml:>ia-gener�.-�:nJé®i­
TIQ_S_,_de..,seguridaci .. <;:Juqªdé:lJla- y-v.iolenci_a; y el tercero se enmarca en acciones 
destinadas a denunciar violaciones de derechos humanos en la frontera nor­
te por parte de agencias policiales y militares ecuatorianas. 

Resulta difícil negar que el Ecuador se encuentra inmerso en los proble­
mas e impactos relacionados con la aplicación del Plan Colombia y la estra­
tegia de seguridad regional impulsada por Estados Unidos. La actual emba­
jadora de los Estados Unidos en Ecuador, Kristie Kenney, mencionó: 

El Ecuador está involucrado en el conflicto colombiano porque el 
problema de Colombia es regional y los países vecinos deben ayudar pa­
ra encontrar una solución al conflicto. [ ... ] Ecuador ya está involucrado 
porque por sus fronteras transitan libremente narcotraficantes y guerri­
lleros, y el flujo de armas y drogas es considerableY 

La retórica estadounidense ha producido consecuencias concretas. Como 
se describe a continuación, la ayuda militar hacia Ecuador se ha incrementa­
do en los últimos años (gráfico 7.1) .  Deb�do a los estímulos diplomáticos y fi­
nancieros provenientes de Washington, Ecuador ha adquirido un papel más 
protagónico tanto en la lucha contra las drogas como en la estrategia regio­
nal de seguridad impulsada por Estados Unidos.,· 

12 IESOP, Instituto de Estudios Sociales y de Opinión Pública, 9 de noviembre de 2002. 
13 "Ecuador está involucrado en conflicto", El Comercio, 17 de mayo de 2003. 
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Gráfico 7.1 
Ayuda estadounidense a Ecuador (1997-2005) 

D Ayuda militar y policial 
IW1I Ayuda económica y social \-.:: 

1997 1999 2000 2001 2002 2003 2004est 2005est 
Fuente: Los datos provienen del Departamento de Estado de Estados Unidos, Oficina de 

Asuntos Internacionales sobre Narcóticos y Procuración de Justicia (INL), Informe sobre la Estrate­
gia Internacional de Control de Narcóticos (INCSR), varios años. 

Tras los ataques del 11 de septiembre, el gobierno de Estados Unidos ha 
instado a su par ecuatoriano a jugar un papel más activo en la guerra global 
antiterrorista, hecho que en ciertas ocasiones ha provocado resentimiento en 
el país. Muchos ecuatorianos consideraron eljnfgp:n� Tf:tzdeyu;ias del-terr_oris­
mo . .,mun_diaL2Q02-, detP_ep_artament_o�de Estado, injustamente-critk5.?Según el 
informe, "eJ:A���l_ C()!ltrol fin�ci�ro por _par!e. del �3tado, l",!1�_a9-_��_u_qga pre­
paración delpersóhal de s�gurid_ád y el rampante fraude. de documentos li-mit� 1-8:s esfuerzos antitérioristas", a��J��E�§!L!�C:-ºP.9�iª. ��l�Jahor de 
lasJ�erzas de seguridad[ecua�orianas] en reducir e� tráficoAe .. �_rmas _ilega-

�������id�{ri����;?!�:�l;:�: e���f?�J�Sj)��os
,�o�t:r�::_ ,<' 

SEGURIDAD Y POLÍTICA ANTINARCÓTICOS BAJO LUCIO GUTIÉRREZ 

Como candidato presidencial, Lucio Gutiérrez prometió desarrollar una 
estrategia nacional de seguridad autónoma independiente de la política esta­
dounidense hacia Colombia, a la vez que apoyó una resolución negociada al 
conflicto del país vecino. No obstante, desde su elección en 2002, el presiden­
te Gutiérrez ha cambiado de actitud frente al problema cuando se evidenció 

14 Departamento de Estado de Estados U:qidos, Tendencias del terrorismo mundial 2002, "He­
misferio Occidental". 
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claramente la asistencia económica y otros mecanismos de ayuda que se en­
contraban en juego. En su visita a Washington en febrero de 2003 Gutiérrez 
se alineó discursivamente con la estrategia estadounidense, pero hizo salve­
dades en cuanto a la intención de Ecuador en cumplir un papel mediador en 
el conflicto colombiano. 

Este acto abrió una nueva faceta en las relaciones entre Ecuador y Esta­
dos Unidos que se habían enfriado en el período del presidente Gustavo No­
boa (2000-2003)._ La poca atención ·que brindó el gobierno estadounidense a 
los pedidos ecuatorianos de más fondos generó numerosas tensiones entre 
Washington y el gobierno del presidente Noboa, tensiones que se vieron cla­
ramente reflejadas en las fuertes críticas del ex canciller y ex ministro de De­
fensa hacia Estados Unidos.15 El acercamiento a Gutiérrez abrió la puerta a la·­
posibilidad de una ayuda económica adicional para la frontera norte. 

La lógica militarista del presidente de Colombia, Álvaro Uribe, respecto 
del manejo del Plan Colombia, ha tratádo de establecer acercamientos .y 
puentes directos con Ecuador para acordar determinados temas de seguri­
dad. A diferencia de su predecesor, quien buscó lograr una negociación·polí­
tica con la guerrilla, Uribe ha privilegiado la confrontación directa para c�m­
petir por la supremacía estratégica mediante una escalada militar.16 La políti­
ca de Uribe, a su vez, concuerda con la política regional estadounidense que 
ha vuelto a insistir en la intensificación de las fumigaciones y el desarrollo de 
contactos de alto nivel con los gobiernos de países vecinos para que partici­
pen de una lectura compartida del problema colombiano. 

El secretario de Defensa de Estados Unidos, Donald Rumsfeld, durante 
su visita a Bogotá en agosto · de 2003 insistió en que el problema que afecta a 
Colombia es regional. Tras reiterar su apoyo a la política de "seguridad de­
mocrática" de Uribe, Rumsfeld declaró que, "los grupos irregulares colom­
bianos son una amenaza para toda la región y como tal deben ser enfrenta­
dos por todos los países del área".17 Sus declaraciones fueron inmediatamen­
te ratificadas por el embajador de Colombia en Ecuador. 

Durante la visita del presidente Uribe a Ecuador tres días después, los te­
mas de seguridad fueron los más discutidos de la agenda bilateral. Uribe y 
Gutiérrez firmaron una declaratoria conjunta en Quito, donde definieron ac-

15 "El gobierno contestó con una fuerte crítica a Estados Unidos", El Comercio, 26 de mayo 
de 2002; "Unda Propone un Sistema de Defensa Continental", 7 de noviembre de 2002. 

16 Véase D. Román Ortiz, "La estrategia contrainsurgente del presidente Álvaro Uribe: 
¿fórmula para la victoria o receta para una crisis?", España, Real Instituto Elcano, mimeo, fe­
brero de 2003. 

17 "El problema de Colombia es regional", El Comercio, 22 de agosto de 2003; Servicio Infor­
mativo Alai-amlatina, "Uribe por un mayor involucramiento de Ecuador en conflicto colombia­
no", 22 de agosto de 2003. 
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dones concretas sobre la lucha contra el narcotráfico y el mejoramiento de la 
seguridad fronteriza. ·Ambos mandatarios ratificaron el convenio de coope­
ración policial y la creación de una comisión binacional responsable de ela-. 
borar acuerdos adicionales en asuntos de seguridad.18 Este espíritu de coope­
ración ha continuado. En marzo de 2004, Gutiérrez viajó. a Colombia para 
continuar las discusiones con su par colombiano. 

NARCOTRÁFICO Y SEGURIDAD 

El combate al narcotráfico en Ecuador atraviesa por la acción de varias 
instituciones y actores. Si bien en la década de los 80 y principios de los 90 el 
papel del país respecto de las estrategias de seguridad relacionadas con el 
narcotráfico se había presentado con un bajo perfil, en años recientes este te­
ma ha pasado a ser parte importante de la agenda de seguridad nacional a 
causa de los efectos derivados de la aplicación del Plan Colombia. Esto ha 
traído varias repercusiones para el país. Por un lado, el flujo de recursos adi­
cionales destinados para la policía y el ejército ha conllevado a una redefiní-. 
ción de prioridades e incrementado la competencia. Por otro, el uso de la ba­
se aérea en Manta por parte de las fuerzas estadounidenses ha generado tm 

significativo debate. Aun más importante, la frontera norte ha sido profun­
damente afectada. 

Dura_nt�Ja d�c�da de los 80 -las -políticas estatales ecuatorianas frente al 
narcotráfico estuvieron .marcadas por el desconocimiento que el fenón1eno 
representaba para el país, firrnando todo convenio que se le presentaba para 
combatir el consumo y el tráfico de estupefacientes. Ecuador seguía al pie de 
la letra los diagn-óstiCos estadounidenses que asociaban de manera general 
guerrilla y narcotráfico. Adiciona�ente, la utilización del vínculo entre te­
rrorismo y narcotráfico obedeció a un proyecto ideológico y a una necesidad 
política, y no al análisis y la descripción de la realidad, especialmente a me­
diados de la década de los 80 durante el período gubernativo de León Febres 
Cordero, que convocó a las fuerzas armadas con una clara intencionalidad 
política para dar sustento a su conflictivo mandato autoritario que tuvo m�­
chas crisis y rechazo popular.19 

18 "Colombia gana más con el acuerdo" y "Gutiérrez debe aclarar acuerdo bilateral", Diario 
Hoy� 24 agosto de 2003. 

19 Véase Adrián Bonilla, "Política internacional y narcotráfico: acercamiento al caso ecuato­
riano", en Narcotráfico y deuda externa: las plagas de América, Quito, Caap, Cecea, Cerg, Ciudad, 
1990; Alexei Páez, "La inserción ecuatoriana en la dinámica andina del narcotráfico", en Bruce 
Bagley y Adrián Bonilla (coords.), La economía política del narcotráfico: el caso ecuatoriano, Quito, 
Centro Norte-Sur, Universidad de Miami-FLAcso-Ecuador, 1991. 
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A me4t&dós de la década de los 90 el panorama no se modificó demasia­
do y ef tema del combate al narcotráfico pasó a un segundo plano en el ni­
vel militar y policial porque el país y "!as -fuerzas del orden en-general tuvie­
ron que afrontar los problem�s generados por las tensiones fronterizas con 
Perú qu� desembocaron en la pequeñé1 guerra_ de 1995 y las _consecuencias 
posteriores. En 1998 se logró finalmente una solución definitiva al conflicto 
fronterizo. Desde entonces, el tema del narcotráfico y el incremento de la 
viole_ncia en Colombia- vuelven a poner en primer lugar estos asuntos mira­
dos ciesde una perspectiva de seguridad nacional y los roles que debían asu­
mir las fuerzas armadas y la policía en esa nueva coyuntura. 

LAS FUERZAS ARMADAS ECUATORIANAS EN LA POLÍTICA DE SEGURIDAD NACIONAL 

En Ecuador, el papel que han desempeñado las fuerzas armadas a lo lar­
go de estas últimas décadas difiere mucho de otros países latinoamericanos. 
El papel de la institución castrense, si bien ha liderado golpes de Estado y 
dictaduras militares y estado involucrada en irrupciones contra la democra­
cia en �lgunas oportunidades, no puede ser comparado con los actos de co­
rrupción y violación a los derechos humanos que caracterizaron a las dicta­
duras de Chile, Argentina, Paraguay, Uruguay y Bolivia durante las décadas 
de los años 70 y 80. 

Esta diferencia no quiere decir que las Fuerzas Armadas ecuatorianas no 
hayan asumido la Doctrina de Seguridad Nacional como uno de sus compo­
nentes centrales de gestión e identidad. Sucede que, en contraste con la fuer­
za policial y partidos políticos, su carácter desarrollista, nacionalista y de 
·fuerte vinculación con la sociedad civil les ha permitido mantener un alto _ 
perfil expresado en una aceptable legitimidad y credibilidad pública a pesar 
de las intervenciones contra la democracia. Según una encuesta publicada 
por las fuerzas armadas en 2003, alrededor del 38 por ciento de la población 
tenía mayor confianza en el ejército en comparación con el 18 por ciento que 
confiaba más en la policía. Sólo el 2,5 por ciento de la población encuestada 
confiaba en los partidos políticos.20 

Desde los años 60 las fuerzas armadas acentuaron los aspectos relaciona­
dos con el desarrollo económico y social del país sobre la base de una reinter­
pretación de viejas teorías de la escuela de la modernización; de esta formu­
la resultó un cue�po militar que se asumía como portador de un proyecto mo­
derno en una población atrasada y rezagada frente a las exigencias del pro-

20 Ministerio de Defensa Nacional, Revista de las Fuerzas Armadas de Ecuador 2003, N° 135, 
Quito, mayo de 2003, p. 76. 
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greso.21 Además, la nueva Constitución elaborada en .1978 dio prioridad al 
papel del Estado en los ámbitos económico y social, acentuando la presencia 
militar en áreas económicas consideradas estratégicas. Este tipo de reformas 
institucionales permitió que las Ftlerzas Armadas ecuatorianas adquirieran 
una gran fuerza política. . 

. De este modo, la intervención del cuerpo militar en el campo político na­
cional en .coyunturas de inestabilidad se caracteriza por su papel de árbitros 
entre las diferentes facciones civiles. Un ejemplo de estas interven.dones es. la 
participación de las fuerzas arm.adas en la caída de los presidentes Abdalá 
Bucaram en 1997 y Jamil Mahuad en 2000, ambos acusados de corrupción. y 
responsables de generar ingobemabilidad. En el caso de Bucaram el ejército 
respaldó tácitamente la decisión legislativa de removerlo del cargo, mientras 
que la caída de Mahuad se qebió a la alianza establecida entre sectores de las 
fuerzas armadas, el movimiento indígena y otros sectores populares. La ins­
titución castrense, aunque asumiendo la posición _de garante del estado de 
derecho, mostró que, frente a la disyuntiva entre democracia o seguridad, su 
disposición se orientó hacia la segunda opción. 22 

En diciembre de 2002, las Fuerzas Armadas ecuatorianas, a través de .la 
elaboración del libro blanco llamado Política de la defensa nacional del Ecuador, 
mostraron la intención y necesidad de replantear y rebasar las connotaciones 
de la Doctrina de Seguridad Nacional; sin embargo, y a diferencia de otras 
épocas, esta vez los militares ecuatorianos enfrentan varios retos expresados 
en una menor autonomía institucional, una reducción presupuestaria y la ne­
cesidad de construir una imagen institucional fortalecida. El cambio de 
orientaciones de seguridad fronteriza, al haber desaparecido l9. tensión con 
Perú, también ha contribuido a la nec�sidad de replantear la política de de­
fensa nacional y el papel de las fuerzas castrenses. El narcotráfico aparece 
ahora como uno de los nuevos asuntos de seguridad nacional incluidos en la 
política de defe�sa nacional. -

Tomando en cuenta la historia de las fuerzas armadas descripta anterior­
mente, no resulta sorprendente que el tema del narcotráfico sea visto actual­
mente por el ejército de Ecuador como-una amenaza a la seguridad nacional. 
Según el ministro de Defensa, el narcotráfico podría vulnerar la integridad 
del Estado y la nación ya que en su accionar se movilizan u una serie sistema­
tizada de elementos que socavan la función del Estado, generando estructu-

21 Véase Fernando Bustamante, "Fuerzas armadas, democracia y ciudadanía: una reflexión 
prelimin�r", en· Fuerzas armadas: desarrollo y democracia, Quito, Abya-Ya�a-CELA-Academia de 
Guerra de la Fuerza Terrestre-ILDIS, 1995. 

22 Véase Fred y Rivera V élez, "Democracia minimalista y fantasmas castrenses en el Ecuador 
contemporáneo", en Martín Tanaka (coord.), Las fuerzas armadas en la región andina. ¿No deliberan­
tes o actores políticos?, Lima, Comisión Andina de Juristas [CAJ]-Embajada de Finlandia, 2001. 
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ras paralelas que desgastan la legitimidad constitucional" .23 Este argumento 
está sustentado en nociones como "narcoguerrilla'\ popularizada a princi­
pios de los 80 en Estados Unidos, replicada en los 90 por las agencias antinar­
cóticos de Estados Unidos y actualmente encapsulada en la retórica antiterro­
rista surgida a partir de los eventos delll de septiembre. 24 Estas nociones han 
permeado a las fuerzas de seguridad ecuatorianas a pesar de la ausencia de 
movimientos insurgentes poderosos en el país y especialmente de movimien­
tos insurgentes vinculados con el narcotráfico. 

Ahora bien, si se relaciona estas situaciones con la lectura castrense del 
conflicto interno colombiarto, la situación tiende a aclararse. Según documen­
tos oficiales de las fuerzas armadas, el conflicto del vecino país es una amena­
za a la seguridad nacional por las consecuencias que acarrea para Ecuador, en­
tre las cuales se encuentran el incremento de desplazados y refugiados, altos 
índices de violencia urbana y rural en las zonas fronterizas, acciones delictivas 
relacionadas con la presencia de grupos ilegales armados y el crimen organi­
zado· en el. área. En todo caso, el elemento que existe -como prioridad para las 
fuerzas armadas es la figur� de la contrainsurgencia, derivada de la posible ac­
tuación de fuerzas guerrilleras y paramilitares en territorio ecuatoriano.25 

Esta perspectiva coincide con el enfoque en la estrategia de seguridad re­
gional impulsada por Estados Unidos. No obstante, algunos programas anti­
narcóticos de ese país han generado tensiones al ser considerados como una 
amenaza a la soberanía nacional. Quizá el mejor ejemplo de ello es el tema de 
interdicción marítima. En la visita a Ecuador que efectuó el general James 
Hill, jefe del Comando Sur, en octubre de 2002, este general planteó la sus­
cripción de un próximo convenio de interdicción marítima de Ecuador con 
Estados Unidos. El asunto fue desmentido por el jefe del Comando Conjun­
to de las Fuerzas Armadas Ecuatorianas; de ahí que el ministro de Defensa 
decláró públicamente que Ecuador no sería parte de una fuerza multinacio­
nal marítima. 26 

COMPETENCIA MILITAR Y POLICIAL POR RECURSOS E.STADOUNIDENSES 

Tanto el gobierno ecuatoriano como las fuerzas armadas han demostra­
do recientemente una conducta complaciente con los intereses de la estrate-

23 Ministerio de Defensa Nacional, Política de defensa nacional, 2002. 
24 Casa Blanca de Estados Unidos, La estrategia nacional de seguridad de Estados Unidos, sep­

tiembre 2002, www.whitehouse.gov /nsc/nss.html. 
25 Ministerio de Defensa Nacional, "Política de seguridad para la frontera norte", documen­

to iritemo, febrero de 2002. 
26 "Ecuador no será parte de fuerza multinacional", Diario Hoy, 17 de octubre de 2002. 
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gia de seguridad estadounidense dado el gran interés de obtener recursos 
adicionales a través de los programas antinarcóticos. Ecuador recibió en 2001 
20 millones de dólares procedentes de un fondo suplementario del Plan Co­
lombia, y 1,2 millones de dólares en asistencia antinarcóticos. Para 2002 la 
cantidad de asistencia del Departamento de Estado para el Control Interna­
cional de Narcóticos hacia Ecuador subió a más de 24 millones, a más de 31 
millones en 2003, y a 35 millones dólares en 2004. Veintiséis millones a<;iicio­
nales fueron solicitados para 2005. 

En febrero de 2004, el gobierno de George W. Bush anunció que iba a re­
tener 15 millones en asistencia militar a Ecuador luego de que el gobierno 
ecuatoriano se rehusara a firmar un acuerdo para otorgar inmunidad a las 
fuerzas militares estadounidenses en la Corte Criminal Internacional, condi­
ción establecida por el Congreso para la obtención de asistencia. No obstan­
te, la embajadora Kristie Kenney comentó a la prensa que el recorte de recur­
sos de 2004 no afectaría la asistencia del año siguiente.27 

El gobierno de Estados Unidos busca lograr varios objetivos a través de 
la asistencia antinarcóticos. Éstos incluyen el apoyo a las fuerzas castrenses 
ecuatorianas para asegurar la defensa de la frontera norte, el mantenimien­
to de la base estadounidense de Manta y que las Fuerzas Armadas ecuato­
rianas sean una organización profesional. También buscan mejorar la capa­
cidad de estas fuerzas y de cuerpos políticos para dirigir actividades contra 
el terrorismo. 

A pesar de la asistencia financiera estado:unidense que reciben, las Fuer­
zas Armadas ecuatorianas tienen ciertas observaciones respecto de su papel 
en la estrategia antinarcóticos impulsada por el gobierno estadounidense. La 
primera está relacionada con la mayor asignación de responsabilidades de 
seguridad -especialmente �n la frontera- que supera las capacidades técni­
cas y operativas de la entidad en una coyuntura de reducción presupuestaria 
aprobada por el Congreso np.cional. Se estima en 7 por ciento la reducción del 
presupuesto de defensa. El efecto de esa reducción se verá expresado en la 
restricción de las remuneraciones vigentes, en el recorte de gastos en servi­
cios generales, suministros y pensiones del personal en servicio pasivo, en el 
mantenimiento de equipo bélico y en la construcción y equipamiento de nue­
vos destacamentos en la frontera con_  Colombia.28 Según un oficial de alto 
rango, para hacer frente al problema de seguridad en la frontera norte las 
fuerzas militares requerirían 50 millones de dólares en equipos, tecnología y 
armamento especial. 29 

27 "U. S. to Cut U. S. $15M in Aid to Ecuador", World-AP, Latin America, 2 de febrero de 2004. 
28 Revista del Ministerio de Defensa Nacional, mayo de 2003. 
29 Esta información y la de los siguientes dos párrafos fue obtenida en entrevistas por el au­

tor con oficiales militares que pidieron mantenerse en el anonimato, febrero-marzo de 2003. 
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La segunda observación tiene que ver con la intencionalidad de "policia­
lizar" a las fuerzas armadas en tareas que normalmente han correspondido a 
la policía, aunque están de acuerdo en establecer niveles de coordinación y 
comunicación interinstitucional para el combate al narcotráfico. Esta policia­
lización implicaría desarrollar destrezas técnicas incluyendo el área antidelic­
tiva y temas de derecho procesal, pero fundamentalmente operar en áreas 
poblacionales en las que se vería dañada la imagen institucional al tensionar­
se las buenas relaciones que han establecido durante varios años con la socie­
dad civil. 

Adicionalmente, esta superposición de tareas entre fuerzas ha originado 
competencia entre las autoridades militares y policiales por recursos ofreci­
dos y ha promovido que los servicios de inteligencia se investiguen entre sí . 
En el plano de las negociaciones externas de la policía con las agencias anti­
narcóticos, es evidente la discrecionalidad con la- que actúa esta entidad, ya 
que muchos de los acuerdos en materia de seguridad pública no llegan a ser 
conocidos plenamente por el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas 
ecuato.rianas. Si bien no se han hecho declaraciones públicas al respecto, en­
trevistas con varios miembros de las fuerzas armadas han revelado senti­
mientos de envidia y recelo sobre esfuerzos por dotar de recursos adiciona­
les a la Policía Nacional y sobre la competencia por asistencia financiera que 
esto ha generado entre las fuerzas de seguridad. 

El gobierno estadounidense ha dotado a la Policía Nacional de recursos, 
instrumentos y capacitación técnica para fortalecer sus capacidades logísticas 
y de interdicción. Entre 2001 y 2003 la Policía Nacional recibió alrededor de 
17 millones de dólares para tareas de seguridad pública. En el año fiscal 2001, 
la Oficina de Asuntos Internacionales sobre Narcóticos y Procuración de Jus­
ticia (INL) del Departamento de Estado le proporcionó 1,2 millones en asisten­
cia; esta cantidad se incrementó significativamente a 7,8 millones en 2002 y 
otros 8 millones en 2003. El presupuesto para 2004 incluye otros 13 millones 
en ayuda para la policía para la lueha antinarcóticos.30 

Adicionalmente, el Departamento de Defensa y de Estado de Estados 
Unidos entrenó en 1999 a 681 militares y policías ecuatorianos. Este número 
se incrementó a 899 en 2001 y a 1 .267 en 2002.31 En esa misma perspectiva, las 
Fuerzas Especiales de Estados Unidos participaron en Ecuador en dieciséis y 
doce misiones de entrenamiento antinarcóticos en 1999 y 2000 respectiva-

30 INL, Justificación del presupuesto 2004, "Iniciativa Andina Antinarcóticos", junio de 2003. 
31 Véase Adam Isacson, "La asistencia estadounidense a la seguridad en los países de la Re­

gión Andina", Colombia Internacional, N° 49-50, Centro de Estudios Internacionales de la Univer­
sidad de los Andes, Bogotá, 2001; y departamentos de Defensa y Estado, Entrenamiento militar ex­
tranjero en los años fiscales 2002 y 2003. Informe conjunto al Congreso, respectivamente (para los dos 
años). 
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mente, en su mayoría con fuerzas . de seguridad ecuatorianas en la frontera 
norte.32 

El entrenamiento de miembros de la Policía Nacional por parte de las 
fuerzas militares estadounidenses es particularmente problemático. Si bien 
existe un papel para la policía en las tareas de interdicción, analistas locales 
cuestionan · la posibilidad de que el entrenamiento en prácticas contrainsur­
gentes y paramilitares perjudique los esfuerzos por promover prácticas de 
fuerzas policiales civiles y democráticas. Algunos temen una militarización de 
la policía, hecho que podría agudizar la confusión de papeles y mandatos en­
tre la policía y las fuerzas armadas. Esto es particularmente alarmante dado 
que la institución policial ha sido altamente criticada por sus constantes casos 
de corrupción y violación a los derechos humanos. Como sucede con otros 
países, la asistencia estadounidense es otorgada antes de que se establezcan 
mecanismos de transparencia y rendición de cuentas dentro de la policía. 

En efeéto, las fuerzas de seguridad han sufrido un rápido deterioro en 
términos de su imagen, desempeño y legitimidad al estar involucradas en ac­
tos de corrupción comprobados o por denuncias a ser investigadas. Durante 
los primeros meses de 2003 se separó de la institución a oficiales policiales 
por actos de corrupción relacionados con la falsificación de documentos, en 
2002 y 2003 varios miembros fueron dados de baja por estar involucrados con 
actividades de narcotráfico.33 En julio, dos ex comandantes de la policía fue­
ron arrestados por irregularidades cometidas durante sus períodos de activi­
dad.34 Las fuerzas castrenses a su vez tamhién han visto empañada la buena 
imagen que poseían · debido a algunos casos de corrupción que involucran a 
varios oficiales militares. Miembros de las fuerzas de seguridad, tanto milita­
res como policías, también han sido acusados de violac�ones a los derechos 
humanos, aunque la recopilación de estadísticas verídicas con respecto al nú­
mero de quejas contra oficiales militares o policiales re.sulte extremadamente 
difícil. En su informe· anual de la situación de derechos hum�os en Ecuador 
en 2002, el Departamento de Estado establece: uEn. el transcurso del año, his 
fuerzas armadas continuaron cooperando . esporádicamente con la Policía 
Nacional. Algunos miembros del ejército y de la policía continuaron perpe­
trando abusos a los derechos humanos".35 

32 Véase César Montúfar, "E:l Ecuador entre la Iniciativa Andina y el Plan Colombia: del en­
foque de los efectos a una perspectiva de regionalización", en C. Montúfar y T. Whitfield 
(coords.), Turbulencia en los Andes y Plan Colombia, Quito; Universidad Andina Simón Bolívar­
Corporación Editora Nacional, 2003, p. 226. 

33 Por ejemplo, véase "El jefe antidrogas preso en Santo Domingo", El Comercio, Sección A-
7, 28 de agosto de 2003. 

34 "Dos ex comandantes de policía en prisión", El Comercio, 14 de junio de 2003. 
35 Departamento de Estado de Estados Unidos, -Informes por países sobre derechos humanos 

2002, "Ecuador". 
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Los últimos ipformes de ·Amnistía Internacional señalan el problema de : 
violación a los derechos humanos perpetrados con impunidad por miembros 
de la policía ecuatoriana: 

Continúa la preocupación con respecto a casos de violaciones a los 
derechos humanos perpetrados por personal de las fuerzas de seguridad 
que no fueron resueltos de manera eficaz, imparcial e independientemen­
te. La mayoría de casos son presentados ante fueros policiales donde la 
gran mayoría de los acusados de violaciones a los derechos humanos no 
son sancionados. 

Amnistía Internacional ha documentado numerosos casos recientes de 
ejecuciones extrajudiciales y de tortura en Ecuador.36 

LA BASE AÉREA DE MANTA: FOCO DE ATENCIÓN Y DEBATE 

En noviembre de 1999, durante el gobierno truncado del presidente Jamil 
Mahuad (1998-2000), se firmó el acuerdo entre Ecuador y Estados Unidos pa­
ra el uso de la base aérea militar de Manta como un centro avanzado de ope­
raciones iforward operatirig location, FOL). Ésta es una ·de cuatro instalaciones 
establecidas en América Latina para misiones de detección y monitoreo anti­
narcóticos (véase el capítulo 2). Estas instalaciones son propiedad del país re­
ceptor, pero otorgan libre acceso a oficiales y aviones estadounidenses. Bajo 
el comando de la Fuerza Aérea de Estados Unidos, las instalaciones albergan 
a miembros de las fuerzas militares estadounidense y personal antinarcóti­
cos. El acuerdo también posibilitó que el gobierno estadounidense adjudica­
ra 61,3 millones de dólares para la adecuación de la pista y sus instalaciones 
mediante trabajos que comenza:ron en 200Í y finalizaron a fines de 2002. 

El acuerdo, vigente durante diez años, no fue dado a conocer al Congre­
so nacional durante las negociaciones. La firma c!e este acuerdo tiene graves 
visos de mconstitucionalidad al no haber sido ratificado por el pleno del 
Congreso ecuatoriano, como lo requiere la Constitución para todo tratado in-
ternacional.37 

-

Según el acuerdo, la operaciones "técnicas" realizadas desde la base de 
Manta son mantenidas en secreto para la población ecuatoriana porque exis­
te hermetismo comunicativo fundamentado en cuestiones de "seguridad"; 

36 Amnistía Internacionat Amnesty International Report 2002, "Ecuador!' (cubre enero a di­
ciembre de 2001). 

37 Véase César Montúfar, "El Ecuador . . .  " .  
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no obstante, desde la visión de Washington se abriría tin escenario de mayor 
involucramiento cooperativo de Ecuador en la "guerra contra las drogas" 
porque permite tener mejores condiciones de observación desde un punto 
geográfico cercano a Colombia y, por lo tanto, es una pieza importante de la 
ejecución del Plan Colombia. En este sentido, si bien no hay tropas ecuatoria­
nas o estadounidenses desplegadas para el combate, la información, inteli­
gencia aérea y respaldo logístico que la base militar de Manta presta aJas 
agencias antinarcóticos estadounidenses asigna a Ecuador una responsabili­
dad sobre las acciones desplegadas desde este FOL. 

De ahí que las connota�iones que tiene la presencia de un FOL en territo­
rio nacional, inserto en el contexto de seguridad y antiterrorismo surgido tras 
los atentados del ll de septiembre en Estados Unidos, crea la posibilidad pa­
ra que actores violentos de Colombia o incluso redes terroristas internaciona­
les interpreten esta base como un objetivo estratégico o sea declarado un ob.., 
jetivo militar por parte de los distintos actores armados que_ operan en la re­
gión. Adicionalmente, la expansión de las misiones estadounidenses en Co­
lombia luego del atentado mencionado, al pasar de una estrategia antinarcó­
ticos a una contrainsurgente, también genera muchas preocupaciones iela-:­
cionadas con los límites antinarcóticos que impone el acuerdo de uso de la 
base de Manta. Esto resulta difícil de comprobar, dado que el acuerdo clasi­
fica toda información relacionada a las actividades y operaciones realizadas 
en la base por personal estadounidense. 

Adicionalmente, en 2000, una comisión del Congreso Nacional inició la 
investigación sobre la presencia de Dyncorp, una compañía estadounidense 
contratada para proporcionar apoyo administrativo y otros servicios a perso­
nal estadounidense de la base, que según denuncias de diversos grupos de 
derechos humanos albergaba a mercenarios vinculados con actos de viola­
ción a los derechos humanos en otros países. La investigación se paralizó en 
2002 al finalizar el período de sesiones del anterior legislativo y actualmente 
no existe ningi.ula actividad al respecto por parte de este nuevo Congreso. 

Además, la presencia de militares de Estados Unidos en la base de Man­
ta ha provocado un intenso debate en las comunidades cercanas. Por un la­
do, se encuentran los -defensores de esa presencia· al argumentar que se está 
produciendo un incremento de los beneficios económicos relacionados con el 
comercio, el turismo, los servicios y el empleo local. Por otro, existen sectores 
de la población que temen que esa presencia se traduzca en el aumento de la 
prostitución, lá difusión de enfermedades como el VIH y la �levación de pre­
cios locales derivados de la mayor capacidad adquisitiva de los militares es­
tadounidenses respecto de la población lócal. 

En todo caso e independientemente de estas problemáticas, lo que se evi­
denció en los primeros meses de 2003 es la ampliación y profundización de las 
actividades militares ecuatoriahas en esa base por medio del. tra�lado de uni-
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dades aéreas de la Fuerza Naval asentadas �n Guayaquil y en el sur del país. 
En efecto, tras la visita del presidente Gutiérrez a Estados Unidos en febrero 
de 2003, la base de Manta amplió sus operaciones aéreél.S nacionales para con­
vertirse en la principal base de_ monitoreo de la frontera norte de Ecuador. El 
entonces jefe del comando conjunto de las fuerzas armadas, general Oswaldo 
Jarrín, ratificó que la base_ de Manta será "el pvnto de partida cie la explora,­
ción aeromarítima en la frontera norte".38 Esta decisión fue tomada una sema­
na después de las declaraciones del presidente Gutiérrez de ser el mejor alia­
do de Estados l!nidos. El debate sobre el uso de la base militar de Manta se 
inscribe en la participación de .Ecuador en la estrategia regional de seguridad 
i!npulsada por .Estados Unidos y, en términos más generales, en el deseo de 
Washington, desde el final de la Guerra Fría, de ampliar su esfera de influen­
_cia hasta la región andina.39 Dada la fragilidad del sistema político ecuatoria­
no, el debate sobre la base militar de Manta puede constituir un escenario de 
confrontación interna que vulnere en algún momento ese acuerdo con Esta­
dos Unidos y someta al país a la dinámica de castigos y recompensas con el 
que Washington conduce su política exterior. 

LA FRONTERA NORTE: TENSIÓN, CONFLICTO E INSEGURIDAD -

��d�amica pobla_ci_Qn�l�nla frohteta norte es üri. fenómeno-histórico que 
�se.ha. fundam:entado en términos _de intercambio e<;OI?-_9mico, -�ultural,: par_en_; 

;-�������ladones- int�maCion_9.l�S._y_J:�_ilaterales. En las diferentes e-tapas de la vida 
-- social y _p-olítica -de Colombia y Ecuador se ha establecido con pocas diferen­
ciaE¡-U!J.��?!:l_�rte-q�-,<;::Qn_@p.!c;i-ªg _ S9�jocultura_la_lo-la:r:gQ d� la franja -de frontera· 
¡co��Ta�í- ��!!lo-se han construido los imaginarios de percepción que- identi-- - ­
,ficanJo. colombfañó y fo ecuatoriano como parte de Estados nacionales. -

- - - Al'mismo tiempo, la frontera ha sido escenario de constantes flujos mi­
gratorios provenientes de etapas de desarrollo económico en la costa,, la sie­
rra y la Amazonia ecuatoriana.:A]5ái:tir ·qe las tléc-ada·s deJos-60 y-70, la siem- : ­

--J.Tnrdel--café: y- �l :P_an�o,-las actividades .ganaderas y el- inicio <:le la produc� 
:: · c.ión-petrolera-impulsaron el proceso de colonización, e� desa!rollo social y la 
_--!ntegracion:�r-la órbita-del--Estado -nacional ecuatoriano qu� tenía una-preca_; 
ria J5tesenda.-·rn:stitucionaferr el- cordÓn ffQnterizo. - -- - - -- -

En su mo�ento se consideró que la zona amazónica ecuatoriana podía 
convertirse_en una región cafetera con una producción suficiente destinada a 

38 Entrevista por el autor con el general retirado Oswaldo Jarrín, 6 de abrÜ de 2004. -

39 Véase Juan Gabriel Tokatlían, "Colombia, el Plan Colombia y la Región Andina, ¿imposi-
ción o concertación?", Nueva Sociedad, N° 173, Caracas, 2001. ' 
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Gráfico 7.2 
La frontera norte de .Ecuador 
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la exportación; sin embargo, la .inestabilidad de los precios, la competencia y 
calidad de los grandes exportadores -Brasil, Colombia y Vietnam-, la pobre­
za de los suelos amazónicos y la falta de tecnologías apropiadas resultaron 
factores que limitaron ese objetivo.40 Por su parte, en la p:r_QyjD,c.ia_d_e Esmeral'- · 

.--das �a_prg_4!-!�<:_ión_ba:naheiá�stiétünbió al d�sp_�gile y.eltortah�cirruento de esa _ _­
-�ctividad en otr?S_ prpvindas que lqgr�ron_ conectarse ae manera contiñua a- : 
-- _:me��aAos J?,lundJé\les al punto de_ qtl� r�pr�senJª hasta la é\Ctlütlidád el primer -; 
rubro agríc9la de expo:r;tación nacional. La provincia serrana del Carchi, en 
cambio, ha estado -sujeta a las dinámicas fluctuantes de la economía del sur 
colombiano y a los impactos negativos en el intercainbio comercial que pro­
dujo el proceso de dolatización establécido en 2000. 

Desde el final de la década de los 80, el crecimiento'de Ecuador no fue po­
sitivo y los recursos obtenidos de la actividad petrolera no mostraron los 
efectos que los diseñadores de la política económica - habían previsto. Ade­
más, las ciudades y provincias en la zona fronteriza todavía están desfavore­
cidas en la redistribución equitativa de las rentas estatales y sujetas a prácti-

40 V éanse los datos del censo agropecuario de 2000 (el más reciente), del Servicio de Infor­
mación Agropecuaria del Ministerio de Agricultura y Ganadería (SICA), Proyecto SICA/MAG, en 
"Historia e importancia del café en Ecuador", en www.sica.gov.ec. 
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cas centralistas q:ue concentran el poder y las decisiones económicas en Qui­
· to y Guayaquil. 

Para el caso de la frontera norte, en años recientes la situación se ha agra­
vado. Según las estadísticas oficiales de 2003, se registraron las siguientes ci­
fras de pobreza para las provincias fronterizas: Carchi 59,6 por ciento, Esme­
raldas 76 por ciento, Sucumbías 81,7 por ciento, Orellana 82,7 por cientoY 
Con estas elocuentes cifras, podemos tener una idea sobre la precariedad en 
la que se desenvuelve la vida de la p_<?_]J.!ª�iónitQ!l_teri�a_ e<:_l:lª-toriarta:, espedaf: ·_ · 

. mente -la caJ!lp_e��_§l que orienta su_prod:u��_ión agrícqla al autoconsumo y lo� _ ·�-cultiyos 9-� -café; el arroz; yuca, banano. )�_qcas son--las fam_ilias -·campesinas · g_u:é hail: _incutsioriad.({�r{ la siernora·._de- -otros
-prodúctos y desar-rollan activi- -

i _dad es -�gróp�cuarias que 1e_s complementen� los ing_resos. Algunos campesi-
nos buscan empleos temporales -eri his- fmcas que pueden mantener cultivos 
sostenidos y mercados constantes, no obstante existe una reducida oferta for­
mal de trabajo en las zonas fronterizas. La mayoría de la población trabaja en:· ­
_el com_er�iq_illformal o en el contrabando de productos como el gas para uso 
.'aoméstico� -- - - - - - - - · 

r ·- - - -��'Ri-� -g��Jª __ p:oblación fronteriza, básicamente la ama_zóp.ic_a, te.nga_ gu�: . _ ­
�--articularse:_poi necesidad de ingresos a las distinta� op9r_tunidades que brin, ­
·ccta: lá' céréáñ1a- -coñ -la--tiontera colombiana,- primordialmente en la mdus_tri�--

:-�cocaléra,")i hi-dmáillica_-económica;.polítka.y cultural_en. es9- pg,rte -del vecino 
::país.-::Asifriismo, la población se ha tenido que adaptar a la dinámica del con­
flicto colombiano, incluyendo la presencia de los distintos actores armados: 
narcotraficantes, paramilitares y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de 
Colqmbia (FARC) . En ese contexto, la cercanía con la frontera colombiana im-

- prime una característica específica a la dinámica social de esa parte del país. 
Los gobiernos locales y las autoridades nacionales deben hacer frente a una 
serie de retos y demandas de la población y a las contingencias derivadas de 
la aplicación de las agendas de seguridad del Ecuador y Colombia. 

Tomando en cuenta estas consideraciones, la frontera norte ecuatoriana 
ha venido sufriendo un proceso de calentamiento p·aulatino en estos últimos 
años. 

EL CORREDOR HUMANITARIO 

La relación existente entre los efectos migratorios derivados de la ejecu­
ción del Plan Colombia y la dinámica de los grupos armados de Colombia 
que tienen asentamientos cercanos al territorio ecuatoriano es importante pa-

41 Sistema Integrado de Ill:dicadores Sociales del Ecuador (SIISE), versión 3.5, Quito, 2003. 
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ra entender la situación. En efecto, los problemas sociales, económicos y po..,;­
líticos se han incrementado en la franja fronteriza colombiano-ecuatoriana a 
causa de las medidas de carácter militar y policial implementadas por el go­
bierno colombiano dentro del Plan Colombia, el fin de las conversaciones de 
paz establecidas entre el gobierno de-Andrés Pastrana (1998-2000) y las FARC 
y los esfuerzos del actual presidente Álvaro U ribe por desmantelar los siste-

. mas narcoproductivo$ existentes en la zona sur éolombiana. 
El problema ·interno colombiano ha provocado una crisis de desplaza­

miento y refugio hacia los países vecinos, especialmente a Ecuador. Por ello 
la franja fronteriza de Ecuador cori Colombia es vista actualmente como un 
espacio o corredor humanitario de los movimientos transfronterizos que se 
desprenden · del conflicto. Los hombres y las mujeres refugiados y aquellas 
personas que solicitan el estatuto de refugio confluyen a distintas poblacio­
nes distribuidas en la geografía ecuatoriana en busca de seguridad física, ali­
mentación, empleo y salud, todo ello en el marco de una limitada capacidad 
presupuestaria del Estado y de distintas organizaciones encargadas de dar 
respuestas a esas demandas. 

A esto se suman los bajos montos de ayuda financiera para el desarrollo 
alternativo que otorga la Agencia de Estados Unidos para el Desarrollo In ter-

. nacional (l:}SAID ), que han sido insuficientes para el fortalecimiento de la Uni­
dad de Desarrollo del Norte, agencia gubernamental encargada de manejar 
esos recursos para la fronterq.. De hecho, la demanda constante. de necesida­
des sociales de la población rebasa la capacidad operativa de la entidad.42 

. Según análisis de los datos del censo efectuado en 2001, de los 51 .556 co­
lombianos que vivían en Ecuador, 10.052 ingresaron al país vecino en el pe­
ríodo 1998-2001. Los picos estadísticos más altos de ingreso de colombianos 
al país se registraron en 1999, año en que se inicia la ejecución d�l Plan Co­
lombia.43 De igual forma, al revisar las estadísticas proporcionádas por la 
Oficina de Refugiados del Ministerio de Relaciones Exteriores, las solicitu­
des de refugio _se encuentran asociadas a la misma dinámica y temporalidad 
de los recientes procesos armados y políticos · colombianos. En períodos de 
intensificación del conflicto armado o de los programas de fumigación se in­
crementa el número de :refugiados colombianos, en la mayoría de casos, en 
Ecuador. De esa forma� si en 2002 hubo 323 solicitudes de refugio de ciuda­
danos colombianos, para 2002, 6.244 personas lo solicitaron.44 De los miles 
de peticiones de asilo sometidas al gobierno ecuatoriano cada año, 98 por 
ciento proviene de colombianos. Según las estadísticas del Ministerio de Re-

42 Observatorio de la Cooperación al Desarrollo en Ecuador, Boletín, 3 de julio de 2003, p. 11. 
43 INEC, VI Censo� noviembre de 2001. 

· 
44 Ministerio de Relaciones Exteriores, Oficina de Refugiados. 
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ladones Exteriores, alrededor del 30 'por ciento de la's peticiones son nega­
das, 30 por ciento son aceptadas y un porcentaje similar dejó de proseguir 
con la petición. 45 

En términos generales, los problemas más urgentes que enfrentan los in­
migrantes colombianos en Ecuador se derivan de la fragilidad de las econo­
mías locales en la zona fronteriza. Hay reducidas oportunidades · de trabajo 
en un esquema monetario dolarizado ·que genera precios incompatibles con 
el poder adquisitivo de la población. En este contexto, la pobreza, medida 
por necesidades básicas insatisfechas, es de 49,5 por ciento para·la población 
colombiana que habita en el país y en las zonas de frontera este porcentaje 

- fluctúa entre 60 y 90 por ciento, lo que muestra que la situación se vuelve más 
difícil para las personas que han llegado a Ecuador en busca de protección y 
refugio.46 

· 

Este fenómeno ha puesto en graves tensiones a las instituciones huma­
nitarias que trabajan en las zonas de frontera debido a las limitaciones pre­
supuestarias y técnicas con que deben hacer frente a las demandas sociales 
y de servicios públicos. El escenario es complicado porque se trata de pobla­
ción pohre proveniente de Colombia que ejerce presión sobre recursos limi­
tados que usan los habitantes ecuatorianos pobres ubicados en las zonas de 
frontera. 

Tal mcremento de solicitudes de refugio ha tenido un impacto negativo 
en la tradicional convivencia fronteriza con personas de origen colombiano. 
Recientemente es frecuente observar percepciones ancladas en la xenofobia, 
el racismo y la exclusión. De hecho, las últimas investigaciones demuestran 
que la actual ola de inmigrantes colombianos está asociada a figuras discri­
minadoras: ulas mujeres colombianas· se dedican a la prostitución", u ellos [los 
colombianos] Íl.os quitan las fuentes d� trabajo", ula presencia colombiana só­
lo trae violencia y delincuencia", u deberían ponerlos en un campo de vigilan­
cia", use deben cerrar las fronteras y pedirles visa de ingreso", etcétera.47 

'Esté tipo de percepciones y criterios que están circulando frente al pro­
blema migratorio rebasan a las personas comunes y se vuelve más grave 
cuando los representantes institucionales de las cánlaras de - comercio, de la 
policía, de los organismos de control migratorio y gobiernos locales lo plan­
tean como un asunto normal y natural. Ecuador ha firmado . los convenios 
contra el racismo, la discriminación, la exclusión y las formas conexas de in­
tolerancia en el marco del sistema de Naciones Unidq.s. En efecto, Ecuador es 

45 El autor obtuvo la información del Ministerio de Relaciones Exteriores, marzo de 2004. 
46 Véase Salomón Cuesta y Fredy Rivera, "Perfiles y percepciones del refugio ·colombiano 

en Ecuador", FLAcso-Ecuador, documento de investigación N° 1, Quito, 2003. 
47 ,Ídem. 
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signatario de los instrumentos jurídicos internacionales que apuntan a garan­
tizar el cumplimiento del mandato del Alto Comisionado de Naciones Uni­
das para los Refugiados (ACNUR), cuya oficina es responsable de supervisar y 
coordinar la acción internacional a favor de la protección de los refugiados en 
el mundo y de la búsqueda de alivio a los problemas de los refugiados. En el 
marco de los compromisos internacionales adquiridos, Ecuador tiene la res­
ponsabilidad de garantizar los derechos y el bienestar de los refugiados y 
realiza! todas la� acciones posibles para que hombres y mujeres en estf con-
dición puedan ejercer el derecho a solicitar asilo. · · . . 

INSEGURIDAD EN LA FRONTERA 

La militarización en la zona fronteriza, en lugar de facilitar el manejo del 
problema, ha complicado la situación al restringir una serie de derechos civi­
les. Desde 2000 las fuerzas armadas iriiciaron. una redistribución sistemática 
de personal y armamento desde las bases ubicadas al sur del país hacia la 
frontera norte. Este movimiento se dio sobre la base teórica establecida por.el 
Plan Estratégico del Comando Conjunto, el cual determinó que la presencia 
de los grupos irregulares, como las FARC, en la frontera norte constituía una 
amenaza. Las provincias de Carchi, Esmeraldas y Sucumbías son las qué más 
cambios sufrieron, pues son dieciséis las bases y destacamentos los que esta­
rán -atentos a los acontecimientos en la zona fronteriza con Colombia;48 ade­
más se han fortalecido las acciones conjuntas entre policía y fuerzas armadas 
· para el patrullaje fronterizo49 y durante 2002 se entrenaron 1 .267 soldados ba-
jo supervisión de militares estadounidenses en bases cercanas a la frontera 
con Colombia. 50 

El decreto ejecutivo de " Áreas de Reserva", promulgado-por el presiden­
te Gutiérrez en abril de 2003, restringe la circulación pé\ra personas y vehícu­
los en los poblados fronterizos del norte por motivos de seguridad desde la 
línea de frontera hasta 20 kilómetros dentro del territorio nacional. El decre­
to establece que las zonas fronterizas y áreas reservadas están incluidas en el 
pla:n de guerra de las fuerzas armadas que estarán bajo la responsabilidad de, 
las fuerzas armadas y del Comando Conjunto que, de acuerdo con la Ley de 
Seguridad Nacional, podrán mantener o cambiar la calificación de residentes 
temporales o permanentes o regular las restricciones militares impuestas 

48 "Dieciséis bases militares cercan el norte", El Comercio, 14 de marzo de 2003. 
49 "Los militares y los policías inician el patrullaje en Carchi", El Comercio, 24 de febrero de 

2003. Las tareas conjuntas incluyen capacitación en el manejo adecuado de los delincuentes y en 
el ' trato a los detenidos. 

50 "1.267 soldados entrenados por Estados Unidos", El Comercio, 30 de julio de 2003. 
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cuando la situación así lo determine. Como parte de esas acciones se tiene 
planificado realizar un censo para obtener información sobre las actividades 
de las personas que viven en el área. 

· 

Las medidas adoptadas por las fuerzas militares ecuatorianas contradi­
cen algunas de las resoluciones internacionales establecidas por la Comuni­
dad Andina de Naciones de la cual Ecuador es parte, especialmente la-reso­
lución 503 que reconoce el libre tránsito de personas deJos países andinos en 

. territorios nacionales. La adopción de nuevas ·restricciones implica que los 
ciudadanos colombianos ya no pueden transitar libremente hacia Ecuador y, 

. más �ún, que su status en el país está sujeto a la voluntad de las fuerzas ar­
madas. · 

Estados Unidos ha anunciado que movilizará a la zona vehículos, heli­
cópteros y aviones para apoyar las tareas de seguridad. En 2003, la revista in­
glesa Jane's Defence Weekly informó que Estados Unidos había donado al go­
bierno ecuatoriano "cincuenta camiones [ . . .  ] y cien vehículos de alta movili­
dad y con llantas multiusos. Los vehículos se estima tienen un valor de 5 mi­
llones de dólares y se espera permanezcan. en funcionamiento por quince 
años".51 Probablemente se empleará este equipo en la frontera norte donde se 
ha movilizado a diez mil efectivos para mejorar el .control y apoyar las patru­
llas de seguridad.52 

Desde esa perspectiva, no se puede negar que las tensiones en las zonas 
· norfronterizas se han incrementado por estas medidas militares y de seguri­

dad que repercuten en el comercio, la integración y los vínculos culturales 
que existen desde hace décadas a ambos lados de la frontera. No obstante, la 
mayor presencia militar y policial se ha visto fortalecida, a su vez, por la exis­
tencia de altos índices delictivos y de violencia que están presentes en las 
provincias fronterizas. Según la información estadística Obtenida por un cen­
tro de investigación no gubernamental, las provinci�s fronterizas de Sucum­
bíos y Esmeraldas presentan niveles de homicidios superiores a la tasa me­
dia del país. En 2000, la pacífica provincia limítrofe del Carchi aparece con 

· una tasa de 18,8 homicidios por cien mil habitantes en comparación con la ta­
sa media nacional de quince homicidios por cada den mil habitantes. 53 

Los datos analizados dan cuenta no sólo del iri.cremento de la criminali­
dad y la violencia, sino de su diversificación. l?or ejemplo, hasta 1993 no se 
tenían en el país datos de secuestros, pero en 1998 se presentaron cuarenta y 
dos casos, lo cual ha conllevado a la necesidad de crear cuerpos especializa-

51 Jane's Defence Weekly 39, N° 28, 23 de julio de 2003, p. 8. 
52 "El control en la frontera norte se amplía", El Comercio, 3 de mayo de 2003. 
53 Véase Edison Palomeque, Diagnóstico sobre seguridad ciudadana en Ecuador, Quito, FLACSO 

Ecuador-PAHO/WHO, 2002. El promedio de la tasa de homicidio fue 15,1 por cada cien mil habi­
tantes en 1998 y 14,8 en 1999. 
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dos en la policía, como la Unidad Antisecuestros. Si bien no existen estadís:... 
ticas precisas, el problema . aparent.a ser más grave en las provincias de la 
frontera. Existe información sobre el despliegue de los grupos armados co­
lombianos (tanto la guerrilla como bandas criminales) en la zona a través de 
amenazas y d�mandas por "vacunas", pago que sirve como seguro contra el 
secuestro. 

Los DERECHOS HUMANOS EN LA FRONTERA NORTE 

El incremento en la presencia de las fuerzas de seguridad en la frontera 
norte ha traído a su vez un mayor registro de denuncias sobre abusos perpe­
trados por miembros de las fuerzas armadas o de la policía. Violaciones co­
metidas por personal militar o policial han incluido la restricción a la liber­
tad de tránsito de las personas, controles permanentes en búsqueda de pre­
cursores químicos, armas y narcóticos sin orden judicial expresa de allana­
miento, y amedrentamiento de las organizaciones civiles que denuncian abu­
sos a las autoridades y detenciones arbitrarias. Los testimonios obtenidos por 
organizaciones de derechos humanos y centros de investigación revelan la 
precaria situación de derechos humanos de la población local. 

Se ha logrado recopilar algtJ.nas estadísticas a nivel local, lo cual ha sumi- . 
nistrado por lo menos una visión parcial de la situación� Por ejemplo, en la 
provincia norte de Sucumbías, donde la Policía Nacional opera con varios de 
los recursos estadounidenses, la Defensoría del Pueblo ha registrad(,) dieci­
nueve denuncias de abuso de autoridad contra personal de esta institución. 

Sin embargo, la cantidad de quejas presentadas "legalmente" en las de­
penden,cias pública$ es ínfima en relación con los casos que se producen dia­
riamente y que son recogidas de forma parcial por los medios de comunica­
ción. De hecho, el temor a las represalias en lugares donde la institucionali­
dad es reducida y las personas pueden ser ubicadas fácilmente contribuye a 
disuadir a la población de presentar denuncias. Esto a su vez · contribuye a 
generar más impunidad y a la falta de estadísticas fiables. 54 El seguimiento 
e investigación de las denuncias presentadas por_organizaciones de dere­
chos humanos quedan atrapados en la rígida burocracia judicial descripta 
más adelante. 

La situación se toma más complicada. dado que las agencias de seguridad 
mantienen vínculos estrechos con las empresas petroleras. Tanto las fuerzas 
armadas como la policía prestan sus servicios de seguridad a compañías de 

. - . - . . 
54 Entrevista del auto� con un f�cionario de la Defensoría del Pueblo en el depart�rnento 

de Sucumbías, febrero de 2003. 
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petróleo para conseguir recursos adicionales dadas las limitaciones presu­
puestarias y de infraestructura que adolecen. 

LA PERCEPCIÓN DE LA POBLACIÓN FRONTERIZA SOBRE EL PLAN COLOMBIA 

Los datos obtenidos a través de una encuesta realizada en 2002 a lo largo 
'de la frontera en las provincias de Sucumbíos; Carchi, Imbabura, Pichincha y 
Esmeraldas muestran las percepciones de la población ecuatoriana sobre el 
Plan Colombia.55 El 89 por ciento de los entrevistados opina que el Plan Co­
lombia es negativo para _Ecuador en parfe porque ha roto las líneas de comu­
nicación y de. comercio. Los entrevistados también mencionan que frente a 
este problema se encuentra un gobierno central que no apoya las iniciativas 
de los pobladores y no da salida a la crisis económica qúe ellos viven. 

Con relación al fenómeno del narcotráfico, el 90 por ciento de los entre­
vistados residentes en el nororiente ecuatoriano piensan que Ecuador no es 
productor de drogas. En�es_ta_ vía de ref1.exión;"se tiene ·qu� el 54 por ciento de � ­

,los·eñtrevishidos:·piensan·que rtúhay cultivos_ �n el pa!s porque e?a actividad __ -
._ n() es -parte deJa culhJ:ra -ciel campesi.I}aq.o, pero que la necesidad econó:qtica: 
,�ha:llevado-·a aiguno·s :ábuscar empleo temporal ·eriliis·zonas co�alera� �e Co-:- - -�-

<Joiñb.la.', 
- Además, más de 90 por ciento piensa que el negocio de la droga es peli­

groso para Ecuador por la violencia, especialmente para la gente que habita 
en la franja de frontera. -Los entrevistados también consideran que la política 

- antidrogas implementada en el país hace daño a la gente inocente. En ese 
mismo rubro se piensa que las instituciones de control, al ser consideradas 
corruptas, incrementarán la desprotección y la vulnerabilidad de la pobla­
ción frente a la violencia generada por el narcotráfico. Las autoridades no res­
ponden por los daños causados a ellos y, por el solo hecho de vivir en la fron­
tera, los hace sujetos de algPn. tipo de persecución. 

LAS DROGAS Y EL SISTEMA DE JUSTICIA 

El omnipresente sentimiento de inseguridad y vulnerabilidad de la po­
blación en la frontera y a lo largo de todo el país en general está directamen­
te relacionado con las deficiencias estructurales que caracterizan tanto al sec-

' 55 Toda la información sobre la encuesta proviene de Claudio Gallardo, informe "Encuesta 
sobre la percepción de los ecuatorianos sobre seguridad y Plan Colombia", enero de 2003. Esta 
'encuesta cubrió todas las provincias fronterizas y recogió la opinión de por lo menos ochocien­
tas personas. 
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tor público estatal ecuatoriano como a su sistema político. La gestión buro­
crática, especialmente los cargos de dirección y toma de decisión, está inser­
ta en juegos de intereses y cuotas de poder que se basan en una cultura polí­
tica clientelar, prebendada y patrimonial. El sistema de justiciá, indispensa­
ble para cualquier estrategia antinarcóticos, no ha quedado exento. 

Las normativas legales del tratamiento del narcotráfico y las drogas en 
Ecuador se fundamentan principalmente en la Constitución política de la re­
pública, la Léy de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas y su Reglamen­
to para la Aplicación, la ley reformatoria a esta legislación56 y las normas re­
lativas a la Procuraduría General del Estado, así como la de los cuerpos lega­
les internos del Consejo Nacional de Control de Sustancias Estupefacientes y 
Psicotrópicas (CONSIW) . Este marco jurídico está articulado conceptualmente 
en la "Estra�egia nacional para enfrentar _las drogas" y contenido en el "Pl� 
ñaeional �1999::2003:� . . la-.Ley -ae��SústciD�ias�_E_s�tüt>efa:cientes·y- PsiCotiópldís,� 
·más Gánocida como Ley" 108, tiene como objetivo combatir y" _err�dicar_la p�ró­
ducCi6ñ, .la -ofeifa, el uso indebido -y el tráfico ilícito de sustancias estupefa�-:.-� 
cientes. y ·psico_tr<)pica$� y establece el marco legal para las actividades sle c�p.­
trol y fiscalizaCión. de drogas, de los materiales químicos que se utilizan en. su 
p_rpg ucdón -Y- otras sustand?$ __ q1J.Jn:licas. específicasP 

El CONSEP, por lo menos en teoría, �s la agencia estatal encargada de dic­
tar las políticas del país en el campo de las drogas y de realizar tareas en las 
áreas de prevención, tratamiento y rehabilitación, control y fiscalización, ad­
ministración de bienes en depósito, y asesoría técnica y asesoría jurídica. No 
obst_ante, la estructura institucional encargada de todo lo ·concerniente al 
combate contra las drogas no sólo es muy compleja sino también ineficaz y 
poco eficiente. La situación se ve aun más complicada dado el papel de las 
fuerzas armadas y la policía en tareas de interdicción y otras actividades an­
tinarcóticos. Estos factores impiden que el CONSEP asuma el liderazgo de la 
lucha antinarcóticos en Ecuador, sumado a la falta de capacidad política pa­
ra administrar las numerosas políticq.s relacionadas con el control de drogas. 
De ahí que el CONSE_P funcione como institución paraguas encargada de ca­
nalizar información hacia los mecanismos de evaluaCión internacional y la 
opinión pública. 

56 La Constitución está publicada en el Registro Oficial N° 1 del ll de agosto de 1998. La Ley 
de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, el reglamento de aplicación y la ley reformatoria 
están publicados en el RO 523 del 17 de septiembre de 1990 y modificaciones posteriores en el RO 
637 del 7 de marzo de 1991 y RO 173 del 15 de octubre de 1997 respectivamente. 

57 "Estrategia nacional para enfrentar las drogas: plan nacional 1999-2003". Véase el resu- -
men ejecutivo del Plan Nacional de Prevención y Control de Droga en www.consep.gov.ec/ 
plan.htm; también, la Evaluación del Progreso de Control de Drogas de la Organización de Es­
tados Americanos en www.cic(ld.oas.org. 
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Aparte del trabajo de relaciones públicas, las funciones del CONSEP se­
orientan hacia la reducción de la demanda de sustancias ilegales, la destruc­
ción de la. droga incautada y el depósito de los bienes confiscados a los nar­
cotraficantes. No obstante, problemas internos, fallas de procedimiento, yux­
taposición de competencias y responsabilidades indeterminadas han impedi­
do a la institución realizar su trabajo con eficacia. Por ejemplo, en las bode­
gas del CONSEP existe poca vigilancia policial y la destrucción de la droga tar­
da muchos años. Según un funcionario de alto nivel del CONSEP entrevistado 
en 2002, esta situación es preocupante porque "el Departamento de Inteligen­
cia de la Policía tiene información de un posible plan de narcotraficantes co­
lombianos para asaltar las bodegas del CONSEP". El funcionario mencionó 
también que la droga tampoco se encuentra segura en los cuarteles policia­
les. En 2001 en las bodegas antinarcóticos de la policía en Quito "un oficial 
de ese departamento suplantó la cocaína incautada por harina y la vendió 
luegq «al peso» a los narcotraficantes" .58 

Una serie de obstáculos legales impiden el efectivo procesamiento de ca­
sos de narcotráfico. El fiscal de Esmeraldas afirmó, por ejemplo, que gran 
parte de los casos de narcotráfico quedan impunes porque en la capital de la 
provincia no existe una oficina del CONSEP y las pruebas que confirman que 
una sustancia es ilícita demoran más de los noventa días que dura la instruc­
ción fiscal. Por tanto, la mayoría de pruebas se-extinguen y no pueden ser in-
corporadas a los procesos judiciales. 59 

-

EL IMPACTO DE LALEY 108 

La implementación de las leyes antinarcóticos ha generado preocupación 
sobre hechos concernientes al debido proceso, la imparcialidad en la aplica­
ción de la ley y el respeto a los derechos civiles de la población. El gobierno 
y el Congreso ecu�toriano en gran medida han incorporado las sugerencias _ 
�stadounidenses en lo referente al endurecimiento de sanciones y penas con­
tra el narcotráfico. Es así como en 1991 se promulgó la Ley 108 que sanciona­
ba con mínimo de diez y máximo de veinticinco años acumulados de cárcel 
todas las actividades relacionas con el tráfico de drogas. En 2003 la pena me­
nor fue incrementada de diez a doce años. La ley tampoco hace diferencias 
entre pequeños traficantes (mulas), consumidores y grandes traficantes. To­
da persona condenada, sin importar el crimen, tiene que permanecer por lo 

58-Esta información y la siguiente se obtuvo en una entrevista del autor con un funcionario 
de CONSEP que pidió mantener el anonimato, Quito, diciembre_ de 2002. 

59 Entrevista del autor con un fiscal en Esmeraldas, febrero de 2003. 
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menos diez años en la cárcet Cambios introducidos a la ley en 1997 ahora 
permiten a los jueces tomar en cuenta circunstancias atenuantes como edad, 
enfermedades terminales o buen comportamiento. 

Cabe señalar, también, lo desproporcionado de esta sanción -veinticinco 
años acumulados- en relación con las penas para otros delitos, incluso el ase­
sinato, que se penalizaba con un máximo de dieciséis años de cárcel. Es de­
cir, un pequeño traficante puede recibir una pena mayor que la de un asesi­
no. Esto refleja la apresurada, inconsulta e inequitativa manera con la cual se 
diseñó el sistema de penas para delitos relacionados con el narcotráfico . .  

En 1997, el Estado descriminalizó la tenencia de sustancias controladas 
para el propio consumo. Es decir, no se puede ser arrestado por poseer pe­
queñas cantidades de drogas. Pero durante los primeros seis años de la apli­
cación de la ley, el sistema de administración de justicia no tuvo las iwrmati­
vas suficientes para discriminar y sancionar el consumo personal de drogas 
de los casos concretos de narcotráfico. Los cambios introducidos a la ley tam­
bién han resultado problemáticos ya que n9 �efinen claramente la cantidad 
límite para el consumo personal. De ahí que "lo que para un juez podría ser 
una cantidad para consumo personal para otro podría ser suficiente para 
condenar a alguien por narcotráfico". 60 

Otro problema que se ha dado en los casos de narcotr-áfico es el hecho de 
que los jueces basan sus decisiones únicamente en reportes y partes policia­
les, muchos de ellos obtenidos bajo presión y tortura y dejando poca capaci­
dad para la presunción de inocencia. La falta de garantías del debido proce­
so y los pocos requisitos utilizados para declarar la culpabilidad de los acu­
sados ha llevado a que algunos abogados critiquen el hecho de que sus clien­
tes tengan que comprobar su inocencia para evitar ser condenados. 61 

Los casos de narcotráfico son tramitados -sin seguir el debido proceso es­
tablecido en la Constitución de la república. En efecto, el artículo 24 numeral 
7 garantiza la presunción de inocencia en todo trámite legal y -el numeral 3 
del mismo artículo menciona que "las leyes establecerán la debida proporcio­
nalidad entre infracciones y sanciones". _ 

No obstante, el número de detenidos y procesados por drogas ha sido 
mucho mayor que el número de personas condenadas. En 2000, 157 perso­
nas fueron condenadas por delitos de narcotráfico, sólo el 24 por ciento de 
las personas arrestadas por el mismo delito. En 2001, el 30 por ciento de las 
personas detenidas -272 personas- fueron procesadas. De los detenidos 
por posesión, 192 fueron sentenciados en 2000 y otros 272 en 2002, cifras 

60 Sandra Edwards, "Políticas y prisiones para el control de drogas ilícitas: el costo huma­
no", Boletín Especial de WOLA, noviembre de 2003. 

61 Ídem. 
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que representan 23 y 26 por ciento de las personas detenidas respectiva- · 
mente.62 

La definición de plazos establecidos para la prisión preventiva es otro de 
los factores que ha contribuido a esta disparidad. Según la legislación ecua­
toriana,. los detenidos deben ser puestos en libertad si en un período de un 
año de ser arrestados no han sido sancionados o condenados. La ineficie:¡_1cia 
judicial ha beneficiado a muchos en esta situación. Es mé1-s, las personas de­
tenidas por narcotráfico, especialmente las que tienen alta capacidad econó­
mica, a través de sobornos logran cumplir en prisión preventiva el plazo es­
tablecido por la Constitución para obtener su libertad. La preocupación ge­
neral por la fisura legal aprovechada por los criminales conllevó a la elimina­
ción de esta práctica jurídica- en 2002 con la reforma del código procesal pe­
nal. Con esta transformación, los jueces pueden detener a un acusado hasta 
la fecha de inicio del juicio si hallan suficiente evidencia, eliminando así la 
oportunidad de demorar los procesos intencionalmente. 63 

El número de personas· detenidas por drogas se ha mantenido relativa­
mente estable desd� 2000. Según datos de la Dirección Nacional de Rehabili­
tación Social, 2.538 personas -el 31 por ciento del total nacional- se encontra­
ban detenidas en 2002. Esta cifra no es muy distante de las 2.844 personas de­
tenidas en 2000 y de las 2.505 en 2001.64 Existen dos posibles hipótesis para 
explicar esta situación. La primera esta asociada a la idea de que los organis­
mos de control, monitoreo y represión contra el tráfico en el país han sido 
ineficaces por los problemas institucionales descriptos anteriormente. La se­
gunda, y tal vez la más razonable, es que la Policía Nacional debe cumplir 
una suerte de cuota fija anual de detenidos por narcotráfico para asegurar la 
continujdad de la asistencia estadounidens_e. 

. También es evidente que la ciudadanía tiene poca confianza en el sistema 
de justicia. Una encuesta realizada en 2001 reveló q\le el 85 por ciento de la 
población desconfiaba de las cortes. En las ciudades de Quito y Guayaquil, 
que concentran la mayor estructura de juzgados del país, se evidencia un 
porcen�aje muy alto de d�sconfianza por parte de la ciudadanía. Según la en­
cuesta, ·el 53 por ciento de la población considera que·el sistema de justicia n.o 
funciona adecuadamente por la corrupción y el 14 por ciento porque no es 
imparcial. 

El sistema penitenciario es uno de los dispositivos institucionales más de­
teriorados dentro dé la estructura estatal ecuatoriana. Las deplorables condi-

62 Organización de Estados Americanos (oE.A), Comisión Interamericana para el Control del 
Abuso de Drogas, Evaluación del progreso de control de drogas, Mecanismo de Evaluación Multila­
teral (MEM), 1999, 2000, 2001 y 2002. 

63 Véase Sandra Edwards, "El costo humano . . .  '', .para información adicional. 
64 Dirección Nacional de Rehabilitación Social, Boletín Estadístico 2002. 
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dones de vida en que se desenvuelve la cotidianidad de los internos -hom­
bres y mujeres- se agravaron aun más a partir del incremento de la población 
carcelaria. En 2002 llegó a 8.723 personas la población carcelaria, de la cual 
7.925 son hombres .y 798 mujeres. Con relación al total de detenidos por estu­
pefacientes; el 70 por ciento son mujeres y de éstas el 46 por ciento son co­
lombia.I)as. Sólo el 27 .por ciento de los hombres detenidos por drogas son 
colombianos. De hechó, la población carcelaiia de extranjeros en 2002 creció 
39 por ciento respecto del año anterior.65 La falta de recursos y la. pobre ad­
ministración han impedido al gobierno satisfacer de modo adecuado las ne­
cesidades básicas de la población carcelaria. 

En comparación con la creciente. cantidad de asistencia estadounidense 
proporcionada para las fuerzas militares y la policía, muy poca asistencia es 
canalizada para el fortalecimiento del sistema de justicia ecuatoriano. En el 
año fiscal 2003, además de la asistencia antiqrogas ya descripta, Ecuador re­
cibió 46 millones de dólares adicionales en asistencia.económica. De esos, só­
lo 3,5 millones fueron designados para los programas de justicia administra­
dos por USAID.66 Algunos oficiales ecuatorianos critican que la gran mayoría 
de la asistencia estadounidense es movilizada para las. fuerzas de segúridad 
en detrimento del sistema de justicia y programas de rehabilitación y pre­
vención. 67 · 

RENDICIÓN DE CUENTAS Y TRANSPARENCIA 

Como componentes vitales de los procedimientos y valores democráti­
cos, la gestión y rendición de cuentas y la transparencia son elen1entos clave 
para la adecuada implementación de las políticas públicas. Np obstante, Es­
tados Unidos continúa movilizando asistencia a pesar de no haber estableci- · 
dos mecanismos de rendición de cuentas o transparencia en las actividades 
de las diferentes agencias receptoras de la ayuda. En este contexto surge el in­
terrogante de si el sistema democrático en Ecuador y la clase política poseen 
la capacidad para establecer mecanismos adec:uados de administración, ren­
dición de cuentas y transparencia sobre sus entidades. 

Rara vez ha habido un debate público o en el Congreso sobre la rendi­
ción de cuentas políticas, las implicaciones de las políticas antinarcóticos pa­

. ra la población o, menos aún, sobre veedurías u observatorios del fenómeno 
del narcotráfico impulsadas por la ciudadanía. Las acciones parlamentarias 
de rendición de cuentas de las políticas antinarcóticos han sido extremada-

65 Ídem, p. 43. . 
66 USAID, Justificación del presupuesto año fiscal 2004, América Latina y el Caribe, "Ecuador". 
67 Véase Sandra Edwards, "El costo humano . . .  ", p. 8. 

319 



Fredy Rivera V élez 

mente limitadas. El Congreso n-acional no ve por el momento este problema 
como tm tema de debate político y las pocas discusiones al respecto han es­
tado relacionadas con escándalos de corrupción de funcionarios estatales de 
alto rango. Todavía no existe en el seno del Congreso un bloque de opos�ción 
política que tenga el objetivo de fiscalizar la diversidad de entidades encar­
gadas de los asuntos de seguridad nacional, entre ellos la política para el con­
trol de drogas. 

El descubrimiento en agosto de 2003 de un cargamento de armas propie­
dad del ejército que iba destinado a las FARC abrió un posible escenario para _ 
el inicio de una investigación. Sin embargo, las fuerzas armadas respondie­
ron protegiendo el secreto,- a  pesar de que sectores de la opinión pública y de 
la justicia exigen aclaraciones pertinentes sobre esta situación.68 Hasta media­
dos de 2004, todavía no había claridad sobre si las armas habían sido robadas 
o si había sido un acto de corrupción interna. Sólo un diputado ha hecho el 
esfuerzo de investigar el caso y las fuerzas armadas han buscado la manera 
de revocar su inmunidad parlamentaria argumentando que su honor institu-
cional había sido amenazado. · 

· 

Observando la legislación �ntinarcóticos ecuatoriana y la estructura ins­
titucional en este campo, se notó que la figura de la rendición de cuentas es 
ambigua o inexistente. 69 De �í que los mecanismos de control intragüberna­
mentales sean- difusos y las instancias de representación· política que debe­
rían fiscalizar estas instituciones, como el Congreso nacional, desconozcan en 
buena �edida el trabajo de las agencias antinarcóticos que operan en el país. 
La situación se torna aun más compleja dado el involucramiento del ejército, 
que históricamente ha operado .con un débil o inexistente sistema de fiscali­
zación civil. 

Finalmente, la falta de coordinación sobre la política de drogas entre las 
varias oficinas y agencias gubernamentales relevantes confunde aun más la 
situación. Las peleas burocráticas, las competencias por terreno y la falta de 
voluntad de compartir información obstaculizan la coordinación efectiva; 
igualmente lo hacen la ineficiencia administrativa y la corrupción. Hasta la 
fecha, el gobierno no ha elaborado medidas y procedinüentos capaces de 
coordinar las numerosas actividades de las fuerzas de seguridad. El ministe­
rio responsable por la supervisión de los asuntos relacionados con las fuer­
zas policiales y la seguridad doméstica no proporciona liderazgo en la imple­
mentación de políticas. Más preocupante aún es que este ministerio suele no 
tener participación en las negociaciones directas sobre la provisión de la asís-

6� "Las fuerzas armadas ponen bajo llave el juicio por el robo de las ametralladoras", El Co­
mercio, 4 de septiembre de 2003. 

69 Se encuentra legislación ecuatoriana y la estructura de CONSEP en el sitio de internet de 
CONSEP; véase también Evaluación del progreso del control de drogas, MEM, del creAD. 
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tencia externa que se llevan a cabo entre la policía nacional y las agencias an­
tidrogas de Estados Unidos. Lo menos que se puede esperar es que los fun- · 
cionarios civiles sean reconocidos por Washington como los encargados del 
diseño, la supervisión y la implementación de las políticas antidrogas. 

La falta de mecanismos de fiscalización de las actividades antinarcóticos 
de Ecuador y de la asistencia estadounidense implican que estas actividades 
se están realizando sin el adecuado sistema de controles necesario para el co­
rrecto funcionamiento de la democracia. 

CONCLUSIONES 

La asimilación del problema del narcotráfico como una amenaza de se­
guridad nacional junto con la movilización de tropas está conllevando a la 
"segurización" de las relaciones humanas en Ecuador, especialmente en la 
frontera norte del país. El proceso de segurización ha tenido serias repercu­
siones sobre las políticas de protección de individuos e instituciones y el sis­
tema de derechos humanos, especialmente de la población que vive en la zo­
na fronteríza del país: 

Ecuador ha tomado un mayor protagonismo en la ejecución del Plan Co­
lombia, la estrategia de seguridad regional impulsada por Estados Unidos, si­
tuación que ha resultado en la presencia de elementos militares estadouniden­
ses en lá base militar de Manta, la dotación de equipo técnico y recursos finan­
cieros a ciertas dependencias de la·Policía Nacional, la adopción de nuevas me­
didas de cohtrol efectuadas sobre la población, efectos ecológicos y de salubri­
dad originados por las fumigaciones y violaciones a los derechos humanos. 

A causa de la ejecución del Plan ColombiaJ�...::J.2rovincias fronterizas atra­
viesan procesos sociales novedosos que pueden_" derivar en_el desbordamien­
to de los mecanismos de estabilización del orden público. Es imperativo que 
se brinde adecuada atención a las necesidades económicas y sociales de la 
población civil en la frontera. Servicios públicos deben ser otorgados y recur­
sos económicos proporcionados para asegurar que las ·necesidades básicas 
están siendo satisfechas. 

La inadecuada fiscalización por parte del gobierno nacional del desem­
peño de algunas entidades estatales y la incapacidad de establecer mecanis­
mos de rendición de cuentas de las mismas son factores que contribuyen a la 
ineficaz implementación de políticas públicas. Hasta la fecha, no se han crea­
do mecanismos de fiscalización de las diferentes agencias antinarcóticos de 
las fuerzas de seguridad. 

Adicionalmente, la restric<::ión en términos de uso de información debido 
a la definición de tareas antinarcóticos como asuntos de seguridad nacional 
limita la capacidad de las organizaciones civiles en tomo del monitoreo y la 
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evaluación de la lucha contra las drogas. Una mayor dinámica organizativq 
que. potencie la creación de redes sociales destinadas a presionar a las autori­
dades gubernamentales y partidos políticos para que transparenten la ges­
t�ón sobre ,estos temas es indispensable. Además, es necesario crear urgente­
mente espacios de diálogo en donde se debatan ampliamente los asuntos re­
lacionados con la seguridad; 

Los programas antin.arcóticos y . la asistencia de E'stados Unidos han ge­
�ado conflictos entre las fuerzas· armadas y la poiicía. De parte de las pri­iJ meras se cuestionan mucho las presiones de Washington para establecer una :\l política de interdicción que se contraponga a los principios de soberanía _na­
D cional. La existencia y distribución de recursos ha originado recelos interirts­!1 titucionales, ya que la policía está recibiendo un mayor apoyo técnico y fi­
,_, nanciero para realizar labores bajo lógicas tendentes a su fortalecimiento y 

militarización. Analistas ecuatorianos resaltan el creciente papel de las fuer­
zas armadas en tareas policiales junto con el entrenamiento de miembros de 
la policía por militares estadounidenses, factores que han contribuido a tur­
bar �un más las funciones y misión de cada institución. Ademá$, estos ana­
listas destacan que tales esfuerzos van a contramano de la construcción de las 
instituciones democráticas necesarias para el país. 

El sistema judicial no sólo se ha visto afectado por la guerra contra las 
drogas sino que también requiere de un proceso urgente de modernización. 
Una de las tareas consistiría en dotar de mayores atribuciones de investiga­
ción y sanciones al Consejo Nacional de la Judicatura, especialmente- en los 
casos relacionados con el narcotráfico en donde las acciones de los jueces ca­
recen de transparencia. Se debe vencer la impunidad. Miembros de las fuer­
zas armadas o de la policía que cometan violaciones a los derechos humanos 
o cualquier otro crimen deben ser procesados y sancionados debidamente. La 
figura del fuero policial y del militar sigue limitando la acción de la justicia 
civil, que distorsiona el desempeño de uno de los poderes del Estado y de la 
democracia. 

Las políticas antinarcóticos de Ecuador han estado cada vez más domi­
nadas ·por el llamado eje Washington-Bogotá, especialmente desde la toma 
de mando del presidente Gutiérrez. Es decir, la consolidación de un sistema 
de seguridad interestatal entre Estados Unidos y Ecuador fundamentalmen­
te marcado por el confll.cto colombiano, en dónde los grupos armados, el te­
rrorismo y el narcotráfico están estrechamente ligados. - En otras palabras, 
Ecuador es visto desde .la lupa colombiana, lo cual distorsiona la agenda de 
seguridad nacional y le resta· atención a los verdaderos problemas que en­
frenta el país: crisis económica, instituciones frágiles y una creciente inestabi­
lidad política. 

Finalmente, teniendo en cuenta - todas estas problemáticas, es importante 
recordar las numerosas promesas electorales del recientemente depuesto pre-
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sidente Lucio Gutiérrez. Prometió no alinearse con la estrategia de seguridad 
estadounidense, elevar los niveles de seguridad ciudadana amparada con el 
respeto a los derechos humanos; promover la transparencia de la gestión pú­
blica, profundizar el combate a la corrupción y establecer una redistribución 
equitativa de la riqueza. Si bien el accionar del presidente y su gobierno po­
ne en duda el cumplimiento de estas promesas, la-ciudadanía tiene la respon­
sabilidad de recordarle que espera que cumpla con los retos que él estableció 
para sí mismo y para el país. 
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